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RESUMEN 
Las barreras de acceso a la justicia, son aquellas circunstancias que imposibilitan el acceso 
a las instancias judiciales o de protección a los ciudadanos, a fin de salvaguardar sus 
derechos o resolver sus conflictos. En materia de violencia contra la mujer, origina que las 
mujeres víctimas, no denuncian o no recurren a entidades encargadas de proteger sus 
derechos, limitando su acceso a la justicia.  
La  investigación fue realizada con el objetivo de determinar cuál es la repercusión de las 
barreras de acceso a la justicia en casos de Violencia Contra la mujer  sobre  la 
concurrencia de mujeres víctimas en la zona, determinado a través del registro de los 
usuarios atendidos por el CEM Talara, de enero a agosto del 2018.  
El tipo de investigación para efectos del trabajo, fue de nivel descriptivo correlacional, de 
carácter cuantitativo y cualitativo. Siendo el problema central de la investigación  ¿Existe 
una relación entre las barreras de acceso a la justicia en casos de violencia contra la mujer 
en el distrito de Pariñas, Talara y el número de casos registrados en el Centro Emergencia 
Mujer Talara en el periodo enero- agosto 2018; considerando como hipótesis que las 
barreras de acceso a la justicia en este tipo de casos, limitan el acceso de mujeres 
maltratadas a la asesoría integral del Centro Emergencia Mujer .La población femenina 
encuestada cuyo rango de edad oscilaba entre los 18 y 59 años fue de 379 mujeres 
residentes del distrito de Pariñas. Teniendo como resultados una repercusión directa y 
considerable de las barreras sobre la escasa concurrencia de las mujeres al CEM Talara. 









     
 
 
The barriers to access to justice, the circumstances that prevent access to judicial bodies or 
the protection of citizens, in order to safeguard their rights or resolve their conflicts. In the 
matter of violence against women, the origins of women, there is no complaint or recourse 
to the entities responsible for protecting their rights, limiting their access to justice. 
Violence against women on the attendance of women victims in the area, through the 
registration of users served by the CEM Talara, from January to August 2018. 
The type of research for the purposes of the work, was descriptive level correlational, 
quantitative and qualitative. Being the central problem of the investigation Is there a 
relationship between the barriers of access to justice in cases of violence against women in 
the district of Pariñas, Talara and the number of cases in the Talara Woman Emergency 
Center in the January period? - August 2018; Relations between citizens and citizens. The 
female population is within the age range between 18 and 59 years. Women residents of 
the district of Pariñas. Having as results a direct and considerable repercussion of the 
barriers on the scarce concurrence of the women to the CEM Talara. 
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I. INTRODUCCIÓN 
Es esencial para el Derecho, la consecución de la Justicia y todo aquello que se le 
relacione, por constituir un concepto fundamental. Sin embargo, pese a la relevancia, el 
acceso a su materialización o concreción aún resulta esquivo para muchos ciudadanos.  
En materia de violencia contra la mujer, esta materialización de la justicia, es escaza, 
incierta y esquiva; por la propia naturaleza del delito hay marcadas circunstancias que 
juegan en contra al momento de denunciar los hechos. 
Este es el caso de muchas mujeres, quienes no consiguen un acceso adecuado, eficaz 
y oportuno a las instancias judiciales o de protección, cuando sufren agresiones, debido a 
situaciones reales que imposibilitan la denuncia, y como consecuencia dejan estos actos 
delictivos en la impunidad, y quedando las víctimas en total desprotección. 
Estas circunstancias, son denominadas Barreras de Acceso a la Justicia, y responden 
cada una a criterios de diversa índole. En el distrito de Pariñas, estas barreras repercuten en 
el número de casos registrados en el CEM-TALARA anualmente. 
1.1  Situación Problemática  
Según el instituto de Defensa Legal del Perú, ―Las barreras de acceso a la justicia es 
uno de los problemas más graves en nuestro continente, pues frustra el ejercicio real de la 
ciudadanía y, por lo tanto, debilita el estado democrático de derecho en nuestras naciones‖. 
(Instituto Defensa Legal del Perú, 2011, p.2).  Lo que origina terribles situaciones de 
impunidad, donde las víctimas por una serie de factores, no denuncian, o sus denuncias son 
desestimadas o abandonadas, y por ende, no se consigue la tutela judicial efectiva de sus 
derechos.  
Estas barreras de acceso a la justicia en cuestiones de violencia ejercida contra la 
mujer, se han ido visibilizando en el país con mayor énfasis en los últimos años, como 
respuesta a circunstancias de índole variada: informativa, socio-económica, educativa, 
institucional, emocional, entre otras.  Y pese al  marco normativo que el estado Peruano ha 
brindado al respecto, no se ha logrado una respuesta eficaz, viéndose reflejado en el 
acontecer diario en numerosas circunstancias que impiden la judicialización de las 
denuncias y posible punibilidad de estas conductas, dejando potenciales agresores, libres 
o  sin sanción justa.‖ Es fundamental eliminar aquellos impedimentos reales que un sector 
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de la población puede tener para acceder a los tribunales o para ejercer sus derechos ante 
ello‖ (Ardito Wilfredo, 2010, p.4) 
La ciudad de Talara no es ajena a esta situación, por ello es que en un análisis 
situacional de violencia contra la mujer en el distrito de Pariñas, se logra visualizar una 
serie de condiciones que imposibilitan, que todos estos actos ejercido contra mujeres entre 
18 y 59 años lleguen a ser denunciados, y en consecuencia judicializados, dejando una 
sensación de impunidad. Pues, pese al alto índice de maltrato a la mujer en la zona, son 
pocos los casos que llegan a la denuncia y por ende una sanción efectiva. Así pues, se 
evidencia que, las principales barreras de acceso a la justicia en el lugar son: barreras 
informativas, barreras socio-económicas, barreras institucionales, barreras psico-
emocionales. 
Según información proporcionada por el CEM TALARA, en el distrito de Pariñas 
entre los meses enero- agosto del 2018 se registraron  247 casos ; sin embargo, según 
resultados de la encuesta aplicada durante este periodo en el trabajo de campo en el 
distrito, se establece que un 67% de las mujeres dijeron haber sido víctimas de violencia 
por lo menos una vez durante ese lapso de tiempo, sin haber hecho la denuncia respectiva y 
sin haber recurrido a alguna entidad de protección de sus derechos. Resultados nada 
alentadores. 
1.2  Formulación del problema  
  ¿Las barreras de acceso a la justicia en casos de violencia contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, Talara repercuten en el número de casos registrados en el Centro 
Emergencia Mujer Talara en el periodo enero-agosto 2018? 
1.3 Hipótesis: 
Las barreras de acceso a la justicia en casos de violencia contra las mujeres 
encontradas en el Distrito de Pariñas en el periodo enero-agosto 2018, imposibilita que las 
mujeres víctimas de violencia de diversa índole, accedan a la asesoría integral 
multidisciplinaria del Centro Emergencia Mujer Talara, originando que solo un escaso 
número de estas, recurran en busca de apoyo. 
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1.4 Objetivos de la investigación  
1.4.1 Objetivo General. 
Determinar la existencia de una relación entre las barreras de acceso a la justicia y el 
número de casos registrados en el Centro Emergencia Mujer, en el distrito de Pariñas, 
Talara en el periodo enero-agosto 2018. 
  1.4.2 Objetivos específicos. 
● Evidenciar los tipos de barreras de acceso a la justicia, en materia de violencia 
contra la mujer en la zona 
● Determinar la influencia que tienen de las barreras de acceso a la justicia en casos 
de violencia económica, física, psicológica y/o sexual contra la mujer sobre las cifra 
registradas por el CEM  
● Analizar las barreras de acceso encontradas 
● Establecer las causas que originan estas barreras de acceso 
● Determinar cuáles son las barreras de acceso a la justicia más comunes en la zona, y 
sus posibles soluciones 
 
1.5 Justificación de la investigación  
Cabe resaltar, que el debate respecto a las restricciones al acceso a la justicia como 
derecho fundamental relacionado a cuestiones de violencia contra la mujer, es sumamente 
complejo, diverso y controversial, sobre todo en la sociedad peruana, en la que observamos 
que pese al marco legislativo otorgado, aún prevalece la impunidad; en virtud a ello, 
considero que respecto al tema, aún hay mucho por investigar y analizar.  
Por ello, creo importante realizar una tesis que analice este problema desde el 
aspecto doctrinario y lo contraste con la realidad; analizando el acceso a la justicia como 
derecho fundamental, las barreras de acceso, la violencia contra la mujer, desde estas dos 
perspectivas.  
Mi aporte, consistirá en analizar doctrina nacional sobre el tema y, lo que es más 
enriquecedor, una recolección de datos sobre los casos registrados en el CEM- TALARA y 
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las barreras de acceso a la justicia en materia de violencia económica, violencia física, 
psicológica y/o sexual contra la mujer, en el distrito de Pariñas, que permitirá contrastar en 
la realidad el ejercicio de este derecho. 
1.6 Antecedentes de la Investigación 
1.6.1 A Nivel Internacional.  
Relatoría sobre los Derechos de las Mujeres de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ( CIDH) (2007): “ Acceso a la Justicia para las mujeres víctimas de 
Violencia en las Américas”, realizado con el apoyo del gobierno Finlandés, en donde se 
elaboró un completo informe respecto  a las principales dificultades que presentan las 
mujeres de la región victimas de diversos tipos de maltrato, al intentar acceder a recursos 
judiciales idóneos y eficaces, identificando cifras alarmantes de mujeres que no lograron 
justicia expedita, celera y oportuna, quedando estos incidentes en una amarga impunidad:  
   En dicha investigación, la CIDH aprecia con gran preocupación la poca utilización 
del sistema judicial por parte de las víctimas de violencia contra las mujeres y su constante 
desconfianza en que las instancias judiciales pertinentes a su caso, puedan enmendar los 
daños sufridos. Entre las razones acreditadas, en el estudio tenemos: la victimización 
secundaria que pueden recibir al intentar denunciar los hechos sufridos; la falta de 
protecciones y garantías judiciales para proteger su dignidad, seguridad y privacidad durante 
el proceso, así como la de los testigos; el costo económico de los procesos judiciales; y la 
ubicación geográfica de las instancias judiciales receptoras de denuncias. Así, mismo la 
CIDH hace énfasis con suma preocupación la deficiente información disponible a las 
víctimas y sus familiares respecto a la manera de acceder a las instancias judiciales de 
protección y el procesamiento de los casos. 
La CIDH con fines investigativos, realizó estudios en cuatro estados de la región - 
Chile, Guatemala, Honduras y Ecuador – en los cuales, se evidencian las causas que 
explicarían el escaso acceso a las instancias judiciales en casos de violencia contra 
mujeres. Tal como se ratifica en las cuatro investigaciones realizadas, las denuncias 
presentadas ante el sistema judicial corresponden a un número mínimo de hechos violentos 
ocurridos en cada país contra las mujeres. Sin duda, la naturaleza de los delitos, los 
numeroso  s criterios  sociales al respecto, la manera en que los operadores judiciales hacen 
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frente ante estos casos, las circunstancias en que son recepcionadas las denuncias, la forma 
de selección y persecución de estas conductas, la manera en que realizan las pericias, la 
dificultad para acceder a las instituciones de protección, la exposición de las víctimas ante 
el sistema, la duración de los casos; son  solo algunas de las múltiples razones que 
advierten esta ―cifra negra‖, que considero es mucho mayor a la que se presenta en otros 
delitos. 
 Entre las condiciones que influyen sobre el tratamiento de los funcionarios judiciales 
a las víctimas de violencia se destacan la aceptación y la socialización de la violencia y la 
discriminación contra las mujeres como comportamientos normales dentro de la estructura 
social, y la percepción del problema de la violencia contra las mujeres como un asunto que 
pertenece al ámbito privado. Los problemas de mayor gravedad que se evidenciaron sobre 
derechos de las mujeres durante sus visitas, es el trato que reciben las mujeres víctimas de 
violencia cuando procuran acceder a los recursos judiciales disponibles.  
Colombia:  
Prevalece el temor de las mujeres víctimas a ser re victimizadas por el sistema 
judicial y la desconfianza de que se pueda ajusticiar y resarcir lo que vivieron a causa del 
conflicto armado.  
Otro factor trascendente es el miedo al estigma social y que el delito del que fueron 
víctimas se haga público. 
Desconocimiento de los recursos judiciales que tienen a su disposición. 
Guatemala: De la misma manera, en Guatemala, la Relatoría recibió testimonios que 
indicaban que en muchos casos las diversas autoridades encargadas de la investigación y 
juzgamiento de los delitos de violencia contra las mujeres, han tratado con poco respeto a 
familiares de las víctimas, evidenciando los estereotipos discriminatorios operan en la 
práctica. La Relatoría describió esta situación como sigue: Estas actitudes demuestran 
desde una falta de sensibilidad frente a la problemática de la persona, hasta actitudes 
abiertamente hostiles y discriminatorias que desvalorizan a las personas. Por ejemplo, 
echan la culpa a la víctima y su familia por su estilo de vida, por la ropa que usan, o por las 
horas en las que están en la calle; finalmente, la calificación de muchos de estos crímenes 
como ―pasionales‖ sin una debida investigación indica este patrón discriminatorio. La 
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investigación, revela la falta de respeto por la dignidad de las víctimas o sus familiares, 
ello implica ―re victimizarlas‖.  
México: En su informe sobre la situación de la violencia contra las mujeres en 
Ciudad Juárez, resalta que la respuesta de las autoridades ante los familiares de las 
víctimas de actos de violencia iba desde la indiferencia hasta la hostilidad cuando 
procuraban acceder a información relacionada con estos casos. La CIDH ha admitido ocho 
casos relacionados con esta situación paradigmática en los que se alega adicionalmente la 
descalificación de las víctimas y el maltrato de sus familiares cuando solicitan información 
de autoridades estatales sobre el progreso de la investigación o intentan colaborar con la 
misma. 
Bolivia: De la misma manera, en Bolivia, un estudio sobre la discriminación de 
género en la administración de justicia revela que las mujeres desisten en usar el sistema 
por muchas razones, entre ellas la carencia de documentos de identidad, la percepción del 
alto costo de usar el sistema judicial, la inversión de tiempo, el temor a perder el juicio y el 
potencial de posibles represalias por parte del agresor, así como una percepción de la 
administración de justicia como politizada y susceptible a ser comprada  . 
El estudio revela, que durante las reuniones subregionales organizadas por la CIDH, 
se estableció que la falta de documentos de identidad limita enormemente el acceso a la 
justicia a las víctimas. Sin duda, uno de los grupos más afectados por ello, es el de las 
mujeres migrantes.  
Como recomendaciones la CIDH, destaca la necesidad de contar con más opciones 
que permitan a las víctimas sentirse acompañadas a lo largo del duro proceso, e 
implementar formas de protección durante el proceso judicial, a fin de permitirles acudir a 
instancias judiciales a denunciar actos de violencia, recibiendo trato digno por parte de los 
funcionarios del estado.  
Otro punto establecido, es respecto a que las mujeres víctimas de violencia no 
acceden a instancias judiciales pertinentes, debido a la fuerte estigmatización que pueden 
sufrir en sus comunidades al ser víctimas de violencia, y la vergüenza para denunciar los 
hechos; por ello considera fundamental efectuar campañas de sensibilización al público en 
general sobre la gravedad de estos delitos y promover la interposición de denuncias. (p.75) 
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Relatoría sobre los Derechos de las Mujeres de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ( CIDH) (2011):  Acceso a la Justicia para las mujeres víctimas de 
Violencia Sexual en Mesoamérica  ―presenta este informe temático que analiza la 
dimensión del problema de la violencia sexual en la región mesoamericana, el cual aborda 
en particular el tratamiento normativo y jurisdiccional, así como los obstáculos que 
enfrentan las mujeres víctimas en el acceso a la justicia, con un especial énfasis en El 
Salvador, Guatemala Honduras y Nicaragua.  En este sentido, el informe se refiere 
especialmente a las áreas de prevención, investigación, juzgamiento y sanción de casos de 
violencia sexual, así como al tratamiento otorgado a las víctimas y a sus familiares por 
instancias judiciales de protección‖.(p.ix)   
Saucedo Tapanache, Marlies (2014) en su artículo científico titulado: ―Impacto 
laboral de la violencia contra las mujeres en el Municipio de San Ignacio de Velasco, Santa 
Cruz-Bolivia, año 2014, determina que Bolivia es uno de los países donde el índice de 
violencia contra las mujeres y la tasa de feminicidio son los más de América del SUR. A 
este respecto, según datos proporcionados por la "Fuerza especial de la lucha Contra la 
Violencia" dichas estadísticas se han acrecentado para el año 2014. Cada fémina violentada 
o asesinada no solo acarrea una historia de sufrimiento, sino también consecuencias para 
quienes son parte de su entorno laboral en ámbitos públicos o privados. Objetivo: 
Determinar el impacto laboral de la violencia contra las mujeres en relaciones de pareja 
(VcM) en el Municipio de San Ignacio de Velasco durante el año 2014 en Santa Cruz-
Bolivia. Método: Se empleó un diseño descriptivo simple, mediante la aplicación de un 
cuestionario. Resultado: 8 de cada 10 colaboradoras del Municipio de San Ignacio de 
Velasco han sido agredidas por sus parejas o exparejas alguna vez en su vida, con un 
promedio de 17 ataques al año. Asimismo, 8 de cada 10 colaboradores reporta haber 
agredido a su pareja o expareja alguna vez en su vida, con un promedio de 11 ataques al 
año. Conclusiones: A causa de la VcM las/os colaboradoras/res afectadas/os pierden en 
promedio 11 días de trabajo, por presentismo. Además, el 68.4% de las colaboradoras 
agredidas y el 60.5% de los colaboradores agresores han tenido consecuencias laborales 
desfavorables durante los últimos 12 meses a causa de las peleas/discusiones con su pareja 
o ex parejas. 
Revista Ius.  (2014). La igualdad de género y el acceso a la justicia de las mujeres 
víctimas de violencia en la región dentro del sistema interamericano de protección de los 
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derechos humanos. México: El presente artículo, analiza desde un contexto regional y a 
partir de la vigencia del derecho internacional de los derechos humanos, el derecho 
inalienable a la igualdad es estudiado desde una perspectiva de género con el propósito de 
visualizar el ejercicio de jure y de facto del mismo. Se analizan los logros alcanzados en 
los últimos veinte años por el sistema interamericano de protección de los derechos 
humanos, a fin de dar solución al problema de la creciente, diversificada y multifacética 
violencia de género que impide la practica —real y no meramente formal— de la igualdad 
y la no discriminación‖. 
1.6.2 A Nivel Nacional: 
Mamani Machaca, Oscar Abel (2014) en su tesis de pre grado titulada ―Factores 
psicociales que repercuten en el maltrato de las mujeres en edad fértil en el Centro de 
Salud Lince-Lima, determina que el estudio realizado fue descriptivo de corte transversal, 
el cual contaba con una muestra de 60 féminas, cuyos resultados arrojaron que 12 de ellas 
tenían un bajo nivel de autoestima, 48 un nivel medio y 0 nivel alto de autoestima.  
Concluyendo que los factores psicosociales repercuten en el maltrato de la mujer en edad 
fértil, identificando los siguientes factores: Estado marital con un 85% con pareja en 51 
casos. El grado de instrucción, con un 61,7% en 37 casos y la ocupación independiente. 
Ortiz Sanchez, Jhon Ivan (2014) ―El derecho fundamental del acceso a la justicia y 
las barreras de acceso en poblaciones urbanas pobres en el Perú‖, esta tesis de post grado 
se enfoca en un tema muy importante para el Derecho: el acceso a la justicia.  Explica la 
importancia, pues constituye un concepto fundamental. Pese a ello, el acceder a su 
materialización es cada vez más complejo. Desarrolla la controversia existente en la 
doctrina relacionado al acceso a la justicia, el derecho al debido proceso y a la tutela 
jurisdiccional efectiva. Reseña el aporte anglosajón del sistema jurídico Civil Law y el 
aporte del sistema jurídico romano – germánico.  Analiza, los artículos de nuestra 
Constitución en todo lo referente al derecho al debido proceso y a la tutela jurisdiccional 
en el artículo 139 Inciso 3°, en la que señala que nuestro ordenamiento jurídico 
constitucional, no establece la  naturaleza de esta relación. Logra identificar, las principales 
barreras y demandas de acceso a la justicia en poblaciones urbanas pobres, el trabajo de 
campo lo realiza en 7 ciudades del Perú con el propósito de analizar el ejercicio del 
derecho al acceso a la justicia a partir de la realidad en nuestro país. 
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Peña Jumpa, Antonio (2012):” Barreras de Acceso a la Justicia, y la 
Justicia Comunal como Alternativa en el Perú”, El presente ensayo trata sobre 
las barreras de acceso al sistema de justicia en el Perú y el desarrollo de la 
justicia comunal como alternativa en ese contexto . Primero se explica el 
contenido de tres principales barreras que experimenta la mayoría de la 
población peruana cuando trata de acceder al sistema de justicia del Estado: 
barreras económicas, barreras sociales y barreras culturales. Luego se explica  el 
contenido y alcances de la Justicia Comunal, la misma que se efectiviza en 
comunidades andinas como la de los Aymaras y en comunidades amazónicas 
como la de los Aguarunas. Al final se hace una síntesis de la importancia de la 
Justicia Comunal en el Perú que al relacionarla con las barreras de acceso antes 
mencionadas aparece como una propuesta de solución.  
 
Sagastegui Villavicencio, Lesly Suley (2017).” El derecho fundamental del acceso 
a la justicia y las barreras de acceso en poblaciones urbanas pobres dentro de la 
ciudad de Trujillo” aborda la problemática respecto a si está suficientemente protegido el 
derecho de acceso a la justicia de las personas residentes en zonas urbanas pobres. Para 
formular y contrastar nuestra hipótesis, que ―El derecho del acceso a la justicia para 
personas residentes en zonas urbanas pobres en la ciudad de Trujillo no está debidamente 
protegido toda vez que existen problemas y barreras sociales y económicas que le 
imposibilitan tener acceso a una debida protección judicial‖ se ha utilizado desarrollado en 
el Marco Teórico, temáticas como acceso a la justicia, supuestos para garantizar el acceso a 
la justicia y del debido proceso, los principios integrantes del debido proceso, las garantías 
judiciales del debido proceso, las comunidades urbanas pobres y los aranceles judiciales, 
así también se hizo uso del método Inductivo – Deductivo, Comparativo, Hermenéutico, 
Etnográfico, así como el uso de encuestas y entrevistas a operarios del poder judicial. Esta 
investigación ha concluido que las personas residentes en zonas urbanas pobres no ven 
suficientemente protegido su derecho del acceso a la justicia, toda vez que aún existen 
problemas y barreras que le imposibilitan hacer uso completo de su derecho a recurrir a la 
vía jurisdiccional 
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Zuñiga Escalante, Adrián (2015).” Defensa pública y acceso a la justicia 
constitucional de personas en situación de vulnerabilidad económica‖, esta tesis de pre 
grado surge por la preocupación del autor  por el rol del Estado como garante de derechos 
fundamentales, para lo cual, cuenta con instituciones como el Poder Judicial, la Defensoría 
del Pueblo, la Dirección General de Defensa Pública, entre otras, que viabilizan la tutela de 
dichos derechos. De otro lado, los derechos fundamentales, en su condición de máximas de 
optimización orientadas a su máximo desarrollo y ejercicio, deben estar garantizados por 
mecanismos idóneos y eficaces que permitan su protección en caso de vulneración o 
amenaza. En tal sentido, los Procesos Constitucionales, constituyen los mecanismos 
específicos que buscan la protección de los citados derechos. Sin embargo, estos, no 
garantizan per se la protección de los citados derechos, pues previamente debe existir la 
posibilidad real de acceder a un tribunal, supuesto que ha sido recogido dentro del derecho 
a la Tutela Procesal Efectiva. Uno de los componentes esenciales de la Tutela Procesal 
Efectiva, es el acceso a la justicia, como derecho que posibilita a toda persona poder 
ejercer su derecho de acción ante los tribunales de justicia, cuando considere que se ha 
vulnerado o restringido alguno de sus derechos fundamentales. Para la concreción de dicho 
derecho, es necesario asegurar la inexistencia de barreras que puedan dificultar o 
imposibilitar el acceso a los citados tribunales o que dentro de ellos, existan situaciones 
que pudieran limitar el actuar de quien requiere tutela. 
1.6.3 A Nivel Local.  
Gonzales Echave, Belèn (2016). ―Prevención de la violencia contra la mujer entre 
familias del Programa social JUNTOS a través del arte‖, este trabajo se enfoca en 
contribuir a reducir los índices de violencia contra la mujer en el distrito de Atacaos, Piura, 
creando conciencia en las mujeres que pertenecen al programa JUNTOS, sobre su derecho 
a una vida libre de violencia. Esto a través de la expresión artística, en busca de la 
sensibilización ante este problema que nos aqueja. Las actividades que se llevaron a cabo 
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1.7 Marco Teórico 
 
1.7.1 El derecho fundamental de acceso a la justicia . 
1.7.1.1 Conceptualización del Acceso a la Justicia como Derecho 
Fundamental. 
El acceso a la justicia, reconocido como derecho fundamental, ha sido contemplado 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos en los artículos 8 y 25 y en el 
artículo XVIII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre.  Siendo 
reconocido como aquel que permite hacer valer otros derechos que han sido conculcados o 
que deben ser contemplados a quienes concurren ante instancias judiciales a fin de 
solucionar sus conflictos con relevancia jurídica.   
Conceptualizar el derecho al acceso a la justicia, ha sido materia de continuo debate 
en los últimos años. Dirigiendo denodados esfuerzos a definir el acceso a la justicia a nivel 
nacional, regional, e internacional, desde diversos enfoques y alcances. 
Bajo esta perspectiva, ha entrado en discusión múltiples estrategias, técnicas,  
procedimientos e instituciones tan diversas como la constante capacitación de la población 
respecto a las normas que lo amparan, la concientización de todas aquellas  instancias de 
protección a las que pueden recurrir, y al fomento de la cultura de la denuncia. 
 Las reformas judiciales y de la normativa que rige el desenvolvimiento de los 
procesos judiciales, se encuentran también como estrategia destinada a la mejora del 
acceso a la justicia en la ciudadanía.  
Es aquí donde se evidencia el contraste existente entre el deber ser y la realidad, es 
decir el derecho al acceso a la justica, entendido como aquella potestad intrínseca a la 
ciudadanía, en igualdad de condiciones de recurrir a los tribunales de justicia para solicitar 
la protección o el reconocimiento de sus derecho frente a la justicia que encontramos los 
ciudadanos a diario, aquella donde se evidencian circunstancias que obstaculizan el goce 
de nuestro derecho fundamental.  
La controversia no está centrada pues, en la consagración de derechos, sino 
básicamente en la protección real de ellos, de manera que pese a su reconocimiento 
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expreso, estos no sean vulnerados continuamente. La desigualdad en las oportunidades 
para la protección de este derecho, nos hacen cuestionarnos acerca del verdadero alcance 
de las garantías al acceso a la justicia, como derecho fundamental que salvaguarda el 
ejercicio de los demás derechos y libertades. 
1.7.1.2 Breves Nociones del concepto del derecho al acceso a la justicia. 
Para Jesús María Casal, el acceso a la justicia es un derecho que radica en la 
disponibilidad verdadero de herramientas judiciales o de otra cualidad establecidos por el 
ordenamiento jurídico que permitan proteger derechos o intereses o la resolución de 
conflictos, lo que cual implica la oportunidad cierta de recurrir a las instancias pertinentes 
para cumplir esta función y encontrar en ellas, mediante debido proceso, una solución 
jurídica a la circunstancia planteada.  Este, es un derecho atribuido al derecho a la tutela 
judicial o jurisdiccional efectiva, también denominado derecho a un juicio justo o al debido 
proceso, o derecho a la justicia o a la jurisdicción, establecido en los Artículos 8 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, y determina la facultad efectiva de asistir ante los órganos 
jurisdiccionales en busca de salvaguardad sus derechos o intereses. El derecho general en 
el cual el acceso a la justicia se asienta alcanza otros elementos que,  son los siguientes: las 
garantías que ofrece el órgano de justicia en lo concerniente a su independencia,  
imparcialidad y competencia estipulada en la ley; el respeto al principio de contradicción y 
a los demás principios del debido proceso durante el procedimiento; la resolución los 
litigios en un tiempo prudente; la consecución de una decisión coherente, que tenga como 
base el Derecho, y la adecuada ejecución de la sentencia (p. 23). 
Se establece dos dimensiones del concepto de acceso a la justicia: La primera, una 
dimensión normativa que hace referencia al derecho igualitario de todos los ciudadanos a 
hacer valer sus derechos legalmente reconocidos. La segundo, una dimensión fáctica 
referente a los aspectos vinculados con los procedimientos tendientes a asegurar el 
ejercicio del acceso a la justicia. (Cappeletti y Garth, 1978). 
Así pues, se entiende por acceso a la justicia al conjunto de potestades que procuran 
a toda persona, sin diferenciación de índole alguna, un conjunto de atribuciones que asisten 
a toda persona, sin distinción de ninguna índole, a contar con asesoría jurídica, a lo largo 
del proceso judicial, o administrativo del que sea parte o en aquel que tenga legítimo 
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interés, y pueda contar con todos aquellos recursos  esenciales para conseguir la tutela 
efectiva de sus derechos y defensa justa. (Pietra,1996) . 
1.7.1.3 Concepto y Enfoques del Acceso la Justicia 
Un informe presentado por la OEA percibe el acceso a la justicia como derecho, y 
también como una señal de ciudadanía efectiva, y por ello, lo considera como elemento 
fundamental de la gobernabilidad, democracia y legitimidad de los gobiernos, en los 
estados.  Bajo esta perspectiva general, el acceso a la justicia comprende el concepto 
tradicional del derecho referido a aquella facultad inherente a las persona a alegar la tutela 
judicial efectiva, como también la capacidad de contar con mecanismos alternos de 
solución de conflictos. 
En esa misma línea,   el informe de la OEA toma una postura en cuanto a la 
definición del acceso la justicia de carácter amplio pues la entiende como el ―derecho de 
las personas, sin distinción de índole alguna a recibir una respuesta que satisfaga sus 
necesidades jurídicas mediante una serie de mecanismos eficaces que permitan la 
resolución de un conflicto. 
En tal sentido, el informe señala que el acceso a la justicia, en el sentido amplio, no 
equivale al derecho a la tutela judicial efectiva tal y como en la doctrina tradicional ha sido 
entendido, sino que se refiere también a diversas vías de solución de litigios alternas y 
adicionales a los sistemas judiciales de un estado, como la justicia indígena o los 
mecanismos alternos de solución de conflictos. 
La perspectiva tradicional no dice que ―por acceso a la justicia solamente debe 
entenderse la creación de condiciones para acceder a los tribunales estatales, solo bastará 
concentrarse en promover la creación de más juzgados y fiscalías en el país y, en general, 
instancias estatales que coadyuven a la mejor impartición de justicia. ...‖  (La Rosa Calle, 
p .116).  Por otro lado, tenemos que el enfoque integral de acceso a la justicia, fomentado 
en inicios por el PNUD (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, que fue 
asumido con posterioridad por diversas entidades de la sociedad civil que cuidan la 
reforma de la justicia, de manera prioritaria en nuestro continente.  Este punto de vista, 
entiende el derecho al  acceso a la justicia como una herramienta que permita el cambio 
considerable en las relaciones de poder que prolongan la exclusión, la pobreza y la 
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sumisión de grupos  vulnerables tales como mujeres, indígenas, inmigrantes, 
discapacitados, niños, ancianos, o  población de  escasos recursos económicos. 
La concepción integral, nos dice que  por acceso a la justicia no solo debe entenderse 
la aplicación de la oferta de justicia que nos ofrece el estado, sino también debería implicar 
el  que  toda clase de mecanismos viables que permitan la resolución de estas controversias 
de manera pacífica; estableciéndose  políticas públicas orientadas a reconocer y promover 
otros tipos de justicia: la justicia comunal o indígena, tan arraigadas en nuestro estado, 
hasta los medios alternos de resolución de controversias. 
De  tal manera, que el integral del derecho al acceso a la justicia sea entendido en un 
extremo, desde la concepción tradicional  del derecho de todos los individuos de hacer 
valer sus derechos o resolver sus litigios bajo la regulación del Estado‖ a través del acceso 
a sus tribunales ―, garantizándose el debido proceso. De otro extremo, desde la perspectiva 
de los mecanismos comunales o indígenas, los Mecanismos Alternativos de Solución de 
Conflictos (MARC), los tribunales administrativos o instancias del estado como la 
Defensoría del Pueblo, que también podrían ser idóneos para satisfacer la demanda de 
acceso a la justicia de los individuos que conforman el estado, y ello, implicaría que el 
acceso a la justicia no sería sinónimo de tutela judicial efectiva. 
1.7.2 Las barreras de acceso a la justicia. 
1.7.2.1 Conceptualizando las Barreras de Acceso a la Justicia 
En el Perú, como en muchos otros países de la región y el mundo, concurren 
marcadas circunstancias que impiden a los ciudadanos tener acceso a la justicia, dejando a 
un alto porcentaje desprotegidos, afectados y prevaleciendo una total impunidad. 
Las barreras de acceso a la Justicia, son todas aquellas circunstancias que 
imposibilitan a los ciudadanos acceder a las instancias de justicia o protección a fin de 
salvaguardar sus derechos o resolver litigios.  
Roche y Ritcher, establece por barreras de acceso a la justicia a todos aquellos 
obstáculos que no permiten acceder a instancias donde los ciudadanos puedan hacer valer 
sus derechos y/o remediar sus conflictos de manera real. (p.85) 
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Para Wilfredo Ardito, al hablar de barreras de acceso a la justicia, no basta declarar que 
todos los ciudadanos son iguales ante la justicia o emitir normas que prohíban la discriminación, 
sino que es fundamental eliminar aquellos impedimentos reales que un sector de la población 
puede tener para acceder a los tribunales o para ejercer sus derechos ante ellos. (p.125) 
1.7.2.2 Clasificación de barreras de acceso a la justicia según los autores. 
Diversos autores peruanos, han agrupado y otorgado numerosas clasificaciones a las 
barreras de acceso a la justicia. Wilfredo Ardito, en su tesis doctoral plantea que existen 5 
barreras en el acceso a la justicia en las zonas rurales: Barrera lingüística, Barrera 
geográfica, Barrera económica, Barrera cultural, barrera de la indocumentación. 
Agrupando a estas barreras en unas de tipo estructural y otros de tipo burocrático. Las 
barreras de carácter estructural: atraviesan la sociedad peruana y se exteriorizan también en 
el acceso a otros derechos fundamentales como la salud o la educación. Entre las barreras 
estructurales tenemos la barrera lingüística, la barrera cultural o la barrera geográfica. Por 
otro lado, conceptúa como barreras burocráticas, a todas aquellas que el Poder Judicial u 
otras instituciones estatales han establecido impidiendo el acceso formal a los tribunales. 
Por ello, afirma que en una sociedad con marcados niveles de desigualdad, las barreras 
burocráticas tienden a repercutir de manera desigual en la población. Considera formas de 
discriminación indirecta, donde no está clara la existencia de la intención de discriminar, 
pero sí son visibles las consecuencias negativas para un sector particular de la población. 
Tal clasificación la detallo a continuación: 
A. Barreras económicas 
Para Ardito, un país donde la gran mayoría de la población existe en condiciones de 
pobreza, resulta inaudito que para la realización de cualquier actuación judicial, salvo 
mencionadas excepciones como en materia penal, laboral o alimentos, resulte 
indispensable el pago de un arancel. 
La manera de explicar que algunos funcionarios del Poder Judicial le dan a este tipo 
de cobros es que no se advierte a la administración de justicia como un derecho de los 
ciudadanos, sino más bien como un servicio que brinda el Estado a aquellos que requieren 
su mediación. Por tal situación, consideran necesario cobrarle al ciudadano, como se les 
cobra por servicios básicos de agua o la luz. Bajo esta perspectiva, los ciudadanos con 
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mayores recursos económicos son aquellos que gozan de mayores posibilidades de acceder 
y obtener justicia. 
Por otro lado, se sugiere que los montos cobrados permiten instaurar un filtro a fin de 
evitar un excesivo número de casos en el Poder Judicial, de manera que se evite que los 
ciudadanos recurran a esta institución con litigios que no serían tan graves o que se podría 
dar solución de manera distinta. De esta manera sólo los casos más graves pasarán a la 
administración de justicia que brinda el estado, sin embargo, tal medida lo que genera 
realmente es un filtro de carácter económico; ocasionando que las personas con menos 
recursos en muchas ocasiones queden relegados o, encuentren como salida el uso de la 
violencia. 
Los aranceles judiciales son demasiado elevados en comparación a los ingresos de 
los peruanos: solicitar una fotocopia cuesta 60 veces más de lo que costaría sacarla en la 
calle. La notificación de cualquier tipo de diligencia, la presentación de pruebas, la emisión 
de una sentencia, la posibilidad de apelar, todas estas actuaciones procesales están  
mediatizadas por el pago de precios de costo excesivo. Tal es el caso, que en un supuesto 
proceso por deudas de 500 soles, el reccurrente debería estar preparado para pagar más de 
dicho monto en aranceles.Es más, en caso que una de las partes desea renuncie  a  su 
demanda, deberá pagar también una cantidad de dinero. Sin lugar a duda, estos cobros  
desfavorece a los litigantes con menos recursos. Ejemplicando el caso que el litigio sea 
entre un campesino y una poderosa empresa, en cuanto a poder adquisitivo, sin duda la 
empresa tendría una notable ventaja. A estos aranceles, debe agregársele los costos extras a 
la administración de justicia, como el transporte de los litigantes hasta la sede donde se 
ubica la corte de justicia, lo días de trabajo perdidos para asistir a las diligencias del 
proceso y el pago del abogado defensor de la causa, cuya presencia en nuestro país es 
obligatoria. 
Todas estas circunstancias llevan a que un reducido número de ciudadanos se 
encuentre en las condiciones necesarias para llevar y solventar un proceso judicial y aún 
quienes se encuentran dentro de este grupo, prefieren evitar hacerlo. 
Para hacer frente a este problema la CERIAJUS, por iniciativa de miembros de la 
sociedad civil, pidió la exoneración de aranceles judiciales a los departamentos más pobres 
del país. El Poder Judicial aceptó exonerar a los 535 distritos más pobres del Perú, 
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teniendo en consideración que quienes residen en dichos lugares, usualmente no acuden al 
Poder Judicial, por tanto la exoneración no implica cuantiosas pérdidas en lo que a 
ingresos se refiere. Adicional a ello, estas personas se ven afectadas también por los costos 
indirectos. 
En cuanto a personas pobres que residen en otros lugares, se dispuso que pueden 
solicitar un auxilio judicial, que exime de pago a los litigantes a quienes se les dicho 
auxilio, sin embargo la gran mayoría desconoce su existencia, siendo este también un 
proceso engorroso, que necesita de un abogado. Aquel que pide dicho beneficio al 
comenzar un proceso, no tiene la certeza de si se le concederá y ello impide que muchos 
opten por solicitarlo. Otra medida que recomendó la CERIAJUS fue la no exigencia que en 
los procesos por alimentos sea indispensable la firma del abogado, lo cual también se 
dispuso a fines del año 2004. 
B. Barreras lingüísticas 
Nuestra  Constitución  establece que es  derecho de todo ciudadano a expresarse en 
su idioma, sin embargo la administración de justicia y el resto de la administración en el 
país, se realiza de manera exclusiva en castellano. El Perú posee 67 idiomas indígenas, 
siendo los principales el quechua, hablado por más de ocho millones de peruanos y el 
aymara hablado por más de medio millón. Esta situación se torna  más grave para 
alrededor de dos millones de peruanos que no hablan castellano y por ende, quedan 
prácticamente excluidos de la administración de justicia. 
Para casos extremos, puede contarse con un intérprete en un proceso judicial, siendo 
su selección  improvisada, y usualmente este traductor no tiene ninguna formación jurídica, 
sirviendo únicamente para que el juez comprenda el testimonio del acusado y no para que 
el procesado comprenda todas las partes del proceso y las actuaciones judiciales. De 
manera que muchas sentencias que se emiten desde el Poder Judicial, podrían ser 
consideradas nulas y muchas personas condenadas sin haber comprendido de que delito es 
acusado.  
Actualmente, el conocimiento de un idioma indígena proporciona  mejor puntuación 
para postular a una plaza en el Poder Judicial. Pero, aún no se cuenta con mecanismos para 
adecuar el manejo del idioma, sirviendo para ello un simple certificado. Sin embargo el 
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conocimiento del idioma, no determina la plaza de la persona, existiendo la posibilidad de 
ser designado a algún lugar donde no se hable el idioma que maneja. La CERIAJUS 
recomendó contar con traductores profesionales permanentes en las dependencias ligadas a 
la administración de justicia, pese a ello las circunstancias no han cambiado.  
C.  Barreras Geográficas 
Nuestro país es uno de los que cuentan con mayor extensión en América Latina, pero 
tiene baja densidad poblacional y toda la extensión territorial posee un terreno bastante 
abrupto. Las sedes del Ministerio Público y el Poder Judicial, generalmente se ubican en 
las capitales de provincia,  lo que significa serios problemas de desplazamiento a la 
población rural, que muchas veces tienen que hacer largos viajes e invertir muchos 
recursos para lograr llegar a las sedes judiciales, debido a la terrible infraestructura vial. 
Tal es el caso de la selva peruana, en donde las distancias son más largas y los recorridos 
se realizan por vía fluvial, logrando que los ciudadanos de esa zona, en su mayoría 
terminen  ciudadanos de las zonas rurales ha terminado inhibiéndose de acudir al Poder 
Judicial. 
Por otro lado, las entidades públicas no poseen recursos para trasladarse a las zonas 
rurales y generalmente son las partes de los procesos quienes asumen los costos de 
traslado. 
El Poder Judicial edificó 43 Módulos Básicos de Administración de Justicia con la 
finalidad de permitir el fácil acceso a  la atención a la población de lugares más apartados, 
pero dicha medida ha resultado insuficiente y su ubicación no siempre ha sido según la 
carga procesal o necesidad de la población. 
Esta barrera es muy común en países centralistas, generando la indefensión de un 
amplio sector de la población rural. 
D. Barreras culturales 
Nuestro país siendo un estado multicultural, posee un sistema de administración de 
justicia peruano formalista y con criterios propios de la cultura occidental, con figuras 
como plazos, prescripción o presunciones que en su mayoría, no son entendidos por un 
amplio sector de los ciudadanos, y menos aún, aquellos que proceden de una cultura 
indígena. 
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Las manifestaciones culturales de la población se observan con desconfianza por las 
autoridades del estado, quienes consideran como único criterio válido para administrar 
justicia la aplicación de la norma y se resisten a toda práctica de derecho consuetudinario. 
Además de ello, las normas del estado tiene difusión restringida toda vez que son 
publicitadas a través del Diario Oficial El Peruano, cuyo costo es  elevado y distribuido 
únicamente a los magistrados. Esta circunstancia, propicia que la población desconozca sus 
obligaciones legales o, aquellos criterios que utiliza el juzgador para decidir. 
Las barreras culturales tienen mayor incidencia, en zonas rurales. Cabe precisar que 
es probable que algunas concepciones culturales impliquen cierto grado de vulneración a 
los derechos humanos, sobre todo en lo referido a la situación de la mujer y de los niños.  
E. . Barrera de la documentación 
Según fuentes de Reniec, más de dos millones de peruanos no tienen documentos de 
identidad (DNI) y sin dicho documento no es posible acceder a ningún reclamo legal. Al 
adquirir un costo y un periodo de duración, dicho documento se ha tornado de difícil 
acceso a personas con recursos escasos. Anteriormente los documentos de identidad, 
fueron de carácter vitalicios. 
En la administración de justicia y en otras instancias administrativas del estado, que 
resuelven conflictos, como el Ministerio de Trabajo, aquellas personas que no cuenten con 
DNI vigente no podrán participar de ningún acto procesal. La resolución 789 aprobada en 
el año 2004 por RENIEC, estableció la obligatoriedad de no atención a aquellos individuos 
que no tengan DNI vigente. Frente a ello, las instancias estatales se han mostrado 
indiferentes. 
Para Peña Jumpa, las principales barreras de acceso a la justicia a las barreras 
económicas, sociales y culturales.  (Peña, 2010). Detallando la siguiente clasificación: 
A. La intolerancia en la justicia: las barreras culturales y lingüísticas  
Las barreras económicas y sociales antes descritas se complementan con otras 
barreras que surgen de las relaciones culturales entre ciudadanos del mismo país. La 
diversidad cultural del Perú y, particularmente, la presencia de distintos grupos étnicos o 
culturales, destacan las causas de esas barreras culturales que acentúan inconvenientes 
lingüísticos o de comunicación, para el propio desarrollo del sistema judicial del Estado. 
    20 
 
La identidad cultural necesita de un censo detallado que relate con objetividad el número 
de habitantes por identidad étnica o cultural, pudiéndose afirmar que al menos la mitad de 
la población posee grandes diferencias a ese nivel. Estas diferencias se evidencian en las 
numerosas comunidades campesinas, comunidades nativas, caseríos, centros poblados, 
parcialidades, anexos de nuestros andes y Amazonía, cuya densidad poblacional coincide 
con el 30 % de la población nacional que habita las zonas rurales.  
B. El precio de la justicia: barreras económicas y sociales 
Este tipo de barreras se encuentran relacionadas con los niveles de ingreso de la 
población del país y su capacidad para solventar gastos directos e indirectos que trae 
consigo un proceso judicial. Si consideramos que la población nacional posee un nivel de 
pobreza de 39.3%, según datos podemos afirmar que ese porcentaje de la población se 
encuentra limitado para solventar tanto los gastos directos e indirectos de un proceso 
judicial. Si la población pobre, utiliza sus cortos ingresos en un proceso judicial, 
simplemente dejaría de tener dinero para cubrir sus necesidades básicas. 
Para La Rosa Calle, por su parte plantea en un inicio, los siguientes tipos de barreras: 
Barreras Lingüísticas, barreras económicas, barreras culturales, barreras de género, 
barreras geográficas. Posteriormente el mismo autor, sistematiza y reagrupa las barreras de 
acceso a la justicia en tres tipos: Barreras Sociales, Barreras Económicas y Barreras 
Institucionales. (La Rosa, 2007). Detallando la siguiente clasificación: 
A. Barreras Institucionales 
Son aquellos impedimentos que implican a sectores significativos no mayoritarios de 
la población. Se refieren a las barreras que el mismo sistema de justicia origina por su 
concepción o diseño, y que propicia que los ciudadanos no recurran a aquel. 
 
B. Barreras sociales  
Afectan a ciertos grupos sociales debido a su situación de desigualdad o 
vulnerabilidad, que se evidencia cuando intentan acceder a alguna instancia de 
gubernamental de justicia. Entre ellas tenemos:  
 
C.  Barreras lingüísticas  
A pesar de que en el Perú existen varios millones de personas que hablan idiomas 
distintos del castellano, es casi remota la posibilidad de expresarse en su lengua materna 
durante un proceso judicial, por la ausencia de intérpretes, aun cuando se trata de una 
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garantía del debido proceso. De este modo, se aprecia la inexistencia de políticas estatales 
que promuevan la incorporación de funcionarios judiciales bilingües o de un sistema 
oficial de traductores judiciales. Al respecto, el Poder Judicial no cuenta con un registro de 
los distritos judiciales donde se requieren operadores de justicia que manejen idiomas 
nativos e indígenas. Tampoco el Consejo Nacional de la Magistratura designa jueces y 
fiscales con conocimiento del idioma quechua o aymara para las zonas del país donde están 
asentadas las comunidades campesinas o nativas. 
 
D. Barreras culturales  
En esta barrera, adquiere gran relevancia la discusión respecto al diseño el actual 
sistema estatal de justicia, sobre su pertinencia y la cultura jurídica que predomina, que no 
responden. 
 
E. Barreras de género  
Considera que género es una categoría que alude a las construcciones sociales y 
culturales sobre la base de las diferencias sexuales, y desde el punto de vista del derecho, 
ha tenido poca relevancia a fin de explicar las desigualdades entre hombres y mujeres. 
Bajo esta perspectiva, estos patrones sociales construidos tienen un impacto significativo 
al buscar satisfacer necesidades jurídicas concretas, como por ejemplo el caso de una 
mujer víctima de violencia familiar que, por los estereotipos existentes, es incapaz de 
denunciar a un varón agresor. En el ámbito rural, esta situación se agrava y constituye un 
serio obstáculo para que las mujeres puedan hacer respetar su calidad de ciudadanas. 
Aquí, se observa una clara predominancia de varones que imparten justicia de acuerdo 
con su perspectiva. Por ello, el enfoque de género es pertinente como un método de 
análisis que permita diferenciar las necesidades propias de las mujeres que, en el caso del 
acceso a la justicia, pasen por estrategias o políticas que tengan en cuenta el impacto 
diferenciado entre hombres y mujeres.Al respecto, dos ideas complementarias resultan 
pertinentes para comprender esta reflexión. Por un lado, una reciente investigación que da 
cuenta sobre cómo, en el Poder Judicial, no existe paridad entre la cantidad de 
magistrados varones y mujeres, lo cual podría evitar la discriminación. Ello mostraría la 
urgencia de promover cuotas de género también dentro de este ámbito. De otro lado, 
llama la atención la cada vez mayor preocupación por este tema incluso a nivel 
internacional, como lo resalta un informe de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, que se ha ocupado de este tema y ha señalado recomendaciones a los países 
miembros sobre las medidas que deberían promoverse para mejorar el acceso a la justicia 
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F. Barreras económicas  
Son las referidas básicamente a la manera en que la pobreza impacta en la concreción 
del derecho a la justicia. Bajo esta perspectiva, diversos enfoques consideran que la 
magnitud del problema se produce debido a la insatisfacción de una serie de derechos 
económicos y sociales, que actualmente se vinculan con la noción de pobreza en 
ciudadanía, la cual se podría ver afectada cuando no se concrete el cumplimiento de una 
serie de derechos entre los cuales está incluido acceder a alguna de las formas de 
resolución de conflictos contempladas en el país.Los costos económicos para acceder a 
alguna forma de solución de controvercias representan un grave problema para un gran 
sector poblacional. Aquí se identifican como principales barreras a los costos que se 
asumen para litigar, ya sea por aranceles judiciales o por honorarios de abogados. Respecto 
a los costos formales de un proceso judicial, resultan una forma indirecta de discriminación 
para personas con escasos recursos. 
1.7.2.3 Barreras de Acceso a la Justicia en casos de Violencia contra la mujer 
en el distrito de Pariñas, Talara. 
Entre enero y agosto del año 2018, la autora de la presente tesis recogió información 
respecto a las barreras de acceso a la justicia a través de un instrumento de recolección de 
datos en la población femenina del distrito de Pariñas, cuya edad iba entre los 18 y 59 años 
de edad. En esta encuesta se plantearon diecinueve preguntas, cuya finalidad era conocer 
todas aquellas posibles circunstancias que estarían restringiendo a las mujeres de la zona a 
realizar denuncias formales en caso de sufrir violencia. Las barreras de acceso a la justicia, 
encontradas en el distrito de Pariñas- Talara durante mi trabajo dieron lugar a la siguiente 
clasificación:  
A. Barrera Informativa 
Este tipo de barrera, tiene como origen el desconocimiento o desinformación. Según 
los resultados que arrojados, las mujeres víctimas de violencia que residen en el Distrito de 
Pariñas-Talara, desconocen en su mayoría los derechos que la amparan, la manera exigirlos 
o consideran que no es necesario hacer cumplir estos derechos, entonces queda en 
manifiesto que el mayor porcentaje de la población femenina en el distrito no ejerce una 
ciudadanía plena. Si bien las mujeres, dicen saber que existen instituciones que las 
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protegen y permiten que accedan a la justicia, muchas veces no conocen el tipo de servicio 
que brindan y menos que ello se da en forma gratuita. Por consiguiente, urgen mejoras en 
temas de prevención y difusión de derechos y deberes que asisten a mujeres de diversa 
edad, así como de instituciones dónde ellas puedan acudir ante las potenciales 
transgresiones de derechos que puedan padecer. 
B. Barrera Económica: 
Esta barrera se fundamenta, en la situación en la que viven muchas mujeres que son 
víctimas de maltrato, en virtud al tipo de relación que las une con los agresores, que en 
diversos casos son aquellos  con los que mantienen algún tipo de relación sentimental o 
familiar, estableciéndose en los resultados que un porcentaje considerable de mujeres 
dijeron tener una relación de dependencia económica respecto a su victimario, relación de 
probable manutención familiar que les impide que denunciar por temor, quedar en 
desamparo económico para ella o sus familias. Así mismo, muchas otras establecieron no 
contar con recursos económicos para solventar todas aquellas circunstancias que 
acarrearían una posible denuncia, como gastos de movilidad. 
C. Barrera Institucional:  
Los resultados de la encuesta a féminas de la zona, nos deja clara su poca confianza 
en las autoridades, en las instituciones que las protegen, ya que consideran que realizan una 
función poco eficiente y confiable; considerando que posiblemente no sean capaces de 
resolver sus problemas, o dar una respuesta celera y justa a su denuncia. 
D. Barreras Emocional: 
Esta es una de las barreras más comunes y de mayor incidencia en la zona, cuyo 
origen se produce debido a que muchas mujeres han llegado a normalizar las conductas de 
agresión en su contra, justificando a su agresor, o incluso diciendo ser responsables de 
haber sido agredidas, ya que alguna conducta suya lo ameritó. Otra circunstancia 
encontrada y que genera admiración, es que un porcentaje considerable de mujeres dijeron 
que pese a haber sido agredidas, aún persistían en ellas sentimientos de afecto positivo 
hacia su agresor, tales como amor, cariño u otro, denotando un marcado apego afectivo 
hacia sus victimarios. 
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E. Barrera Cultural: 
Esta marcada barrera, se sustenta en que un gran número de mujeres consultadas 
establecieron que la población del distrito de Pariñas, posee una cultura machista, llena de 
prejuicios, que estereotipa y señala a la mujeres que son víctimas de violencia sexual, 
psicológica y física, culpándolas en mucho de los casos de la violencia sufrida basándose 
en el estilo de vida que llevaban, la ropa que vestían, la zona de donde provenían. En el 
departamento de Piura, Pariñas es considerada el segundo distrito más violento y con 
mayor índice de violencia a la mujer. 
1.7.3 Violencia contra la mujer 
1.7.3.1 Diversas concepciones de la Violencia Contra la Mujer . 
La Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995), elaboró un Programa de 
Acción en el cual se relacionó la igualdad con el fortalecimiento del rol de la mujer en el 
conjunto de esferas que componen la sociedad. Se establece que existen diferencias entre 
hombres y mujeres, pero que dicha situación no puede impedir que ambos géneros posean 
el mismo reconocimiento e igualdad. Se demuestra que la violencia contra las mujeres es 
un problema social, mundial y, por ello, es responsabilidad de los Estados atenderla. ―La 
violencia contra la mujer impide el logro de los objetivos de igualdad, desarrollo y paz. La 
violencia contra la mujer viola y menoscaba o impide su disfrute de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales. La inveterada incapacidad de proteger y promover esos 
derechos y libertades en los casos de violencia contra la mujer es un problema que 
incumbe a todos los Estados y exige que se adopten medidas al respecto. Desde la 
Conferencia de Nairobi se ha ampliado considerablemente el conocimiento de las causas, 
las consecuencias y el alcance de esa violencia, así como las medidas encaminadas a 
ponerle fin. En todas las sociedades, en mayor o menor medida, las mujeres y las niñas 
están sujetas a malos tratos de índole física, sexual y psicológica, sin distinción en cuanto 
a su nivel de ingresos, clase y cultura. La baja condición social y económica de la mujer 
puede ser tanto una causa como una consecuencia de la violencia de que es víctima”. 
La (OEA), en el año 1994 aprueba la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Convención de Belém do Pará. Este 
instrumento fue firmado y ratificado por el Estado peruano en 1995 y 1996, y señala con 
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gran inquietud que la violencia contra las mujeres ofende la dignidad humana y. Esta 
conceptualización es fundamental, d. ebido a su magnitud y a la tipificación que determina 
sobre el daño, los espacios y los involucrados. 
Por ello, su artículo 2 define  a la violencia contra la mujer como :―Se entenderá que 
la violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: (a) que tenga 
lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya 
sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que 
comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; (b) que tenga lugar en la 
comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, 
abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el 
lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o 
cualquier otro lugar, y (c) que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde 
quiera que ocurra‖. 
 
1.7.3.2 Conceptualización de la violencia contra la mujer según la 
perspectiva de la ley 30364: ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer y los integrantes del grupo familiar. 
      Para la ley 30364, la Violencia contra las mujeres es aquella acción o proceder que 
ocasione la muerte, daño, sufrimiento físico, sexual o psicológico por su condición de 
tales, realizada en el ámbito público o privado. Se precisa que la Violencia contra la mujer 
ocurre:  
A. Aquella que se realiza dentro del grupo familiar o unidad doméstica o en 
cualquier circunstancia dentro de una relación interpersonal, sea el caso que el victimario 
comparta o haya compartido la misma residencia domiciliaria que la mujer. Se entiende 
por esto, entre otros a la violación, maltrato físico o psicológico y abuso sexual. 
B.  Aquella ocasionada dentro de la comunidad,  y que haya sido llevada a 
cabo por cualquier persona y se entiende por esto, entre otras circunstancias, violación, 
abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el 
lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, centros de salud o cualquier otro 
lugar. 
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C. La que tenga lugar, o sea tolerada por agentes del Estado, donde quiera que 
ocurra. 
Tipos de Violencia establecidos en la ley 
A) Violencia Física: Es aquella circunstancia o comportamiento, que produzca daño 
a la integridad corporal o a la salud. Comprende el maltrato por negligencia, desidia, 
abandono o por privación de las necesidades básicas, que hayan ocasionado daño físico o 
que pudiesen llegar a producirlo, sin tener en cuenta el tiempo que se necesite para su 
recuperación. 
B) Violencia Psicológica: Es aquella circunstancia o comportamiento, tendiente a 
vigilar o aislar a la persona contra su voluntad, a doblegarla o causarle vergüenza y que 
puede ocasionar daños psíquicos. 
Daño psíquico es el perjuicio o alteración de algunas de las funciones mentales o 
capacidades de la persona, causada por un hecho o un grupo de circunstancias de violencia, 
que ocasionen un deterioro temporal o persistente, reparable o irreparable del 
funcionamiento integral previo. 
C) Violencia Sexual: son comportamientos de naturaleza sexual que se perpetran 
contra una persona sin su aprobación o bajo imposición. Incluyen comportamientos que no 
abarcan penetración o contacto físico alguno. Asimismo, se consideran tales la exposición 
a material pornográfico y que transgreden el derecho de las personas a disponer de manera 
voluntaria respecto de su vida sexual o reproductiva, a través de intimidaciones, 
dominación, uso de la fuerza o provocando miedo. 
D) Violencia Económica o Patrimonial: Es la acción u omisión dirigida a producir un 
deterioro en los recursos económicos o patrimoniales de cualquier persona, a través de: 
1. La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes; 
2. La pérdida, sustracción, destrucción, retención o apropiación indebida de cosas, 
instrumentos utilizados para trabajo, documentos personales, bienes, valores y derechos 
patrimoniales; 
3. La restricción de los recursos económicos destinados a la satisfacción de las 
necesidades o despojo de los medios esenciales para una vida digna; así como la evasión 
del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias; 
    27 
 
4. La restricción o control de sus ingresos, así como la percepción de una 
remuneración menor por la realización de la misma tarea, dentro del mismo centro de 
trabajo. 
 
1.7.3.5 Sujetos Afectados por Actos de Violencia según  La Ley 30364 y su 
Reglamento. 
 
A. Las mujeres 
En la anterior ley regía los temas de violencia, Ley 262620 Ley de Protección frente 
a la violencia familiar, en la cual solo se trataba de violencia que tenía espacio en el ámbito 
familiar, donde los victimarios eran eminentemente familiares de la víctima. 
Esta situación fue considerada como un error por parte de la doctrina. Así pues, Olga 
Bardales establece que ―es un error considerar a la violencia contra la mujer únicamente 
en el ámbito familiar, ya que esta manifestación contribuye a la vulneración de sus 
derechos en otros contextos( laboral, social, comunitario) y dificulta la toma de conciencia 
de muchas acciones y omisiones en el sistema, constituyen actos violatorios de sus 
derechos”.     
( Bardales,p.11) 
 
B. Los niños y adolescentes varones: 
Respecto a los niños y el efecto de los actos de violencia sobre ellos, reciben castigo, 
muchas veces viven enmarcados en situaciones de hacinamiento o familias reconstruidas, y 
están expuestos a diferentes experiencias de violencia en el hogar. 
 
C. Los adultos mayores: 
Respecto a los adultos mayores hombres, estas situaciones que más acontecen son 
aquellas que involucran abandono moral y económico por parte de aquellos llamados a 
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1.7.4 Los centros de emergencia mujer 
1.7.4.1 Los Centros De Emergencia Mujer En El País. 
Los CEM son servicios públicos especializados que se brindan de manera gratuita, en 
busca de atender y prevenir la violencia familiar y sexual. En estos centros se proporciona 
información legal, orientación social, defensa judicial y apoyo psicológico; teniendo a su 
cargo también la realización de acciones de prevención promocional con la población, con 
la finalidad de evitar que la violencia siga proliferando y llegue a afectar a más personas. 
Los CEM fueron creados con apoyo de una institución contraparte, que proporciona local y 
pago de los servicios básicos, lo que en ocasiones se amplía a pago parcial de la 
remuneración del personal. 
Los CEM forman parte de los órganos operativos del Programa Nacional Contra la 
Violencia Familiar y Sexual; realizando tres funciones primordiales de la estrategia de 
intervención: Atención, prevención y producción de información. Brindando servicios: 
Admisión Psicología Legal Social Prevención y promoción social. En lo que respecta a 
atención, la idea inicial que guio el modelo CEM, fue la de un servicio multisectorial en el 
cual se encuentren c físicamente todas aquellas instancias, que debe recorrer una persona 
afectada por violencia familiar y/o sexual (comisaría, fiscalía y médico legista), con la 
finalidad de minimizar el tiempo para formular su denuncia y hacer el seguimiento del 
proceso. Actualmente, este modelo de convergencia multisectorial es aplicado en algunos 
CEM, pues no en todos se cuenta siempre con la disponibilidad y apoyo de otros sectores. 
(p.28) 
1.7.4.2 Los centro de emergencia mujer y la atención de la violencia. 
Los CEM son servicios especializados que se brindan de forma gratuita, para la 
atención integral y multidisciplinaria de todas aquellas víctimas de violencia familiar y 
sexual; que sufren afectación, proporcionando los servicios profesionales de un 
admisionista, abogado(a), psicólogo(a) trabajador(a) social, hasta la resolución del 
problema. 
La atención del centro está orientada a conseguir la protección efectiva de las 
personas, frente a cualquier hecho de violencia familiar y sexual. La protección es 
entendida, como un proceso, en el cual la persona afectada toma conciencia de su 
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situación, busca ayuda y encuentra servicios especializados que le dan la facilidad su ruta 
para enfrentar la violencia. En el CEM la persona víctima, percibe un conjunto de servicios 
profesionales que contribuyen a lograr: a) su recuperación psicológica, b) El acceso a la 
justicia y c) El fortalecimiento de la red de apoyo y protección. Se determina, que si una 
persona que es afectada, percibe esta orientación sobre sus derechos, inicia un proceso 
legal de protección, toma las acciones para su rehabilitación psicológica y además ello, le 
permite estrechar relaciones con personas e instituciones que la protegen; logrando 
establecer un importante nivel de protección a fin de no permitir nuevas agresiones.(p.29). 
1.7.4.3 Atención brindada en los centro de emergencia mujer. 
A. Admisión: 
Constituye el ingreso al circuito de atención del CEM, para las personas que han sido 
víctimas de violencia familiar y/o sexual; a las cuales les toman los datos generales en la 
ficha única de registro de casos y derivan al servicio de psicología. El profesional del área 
de admisión, debe tener que identificar los casos de violencia familiar y/o sexual que 
ingresará al circuito de atención; luego de esto acogerá y proporcionará información de los 
servicios del CEM, señalando respetuosamente que no deberá relatarle su problema, sino 
que será derivado al profesional del siguiente servicio, todo ello a fin de evitar la re 
victimización producida, al contar la situación violenta una y otra vez.  
B. Atención Psicológica: 
El servicio de psicología tiene como misión la mejoría psicológica de la persona 
victimada, entendiéndose, como el proceso por  el cual, se repara la capacidad perdida para 
poder defenderse y hacerle frente a la violencia, valorarse como ser humano, poseer 
confianza y disfrutar plenamente de la vida. Antes de ello, debe determinarse los aspectos 
cognoscitivos y afectivos dañados la persona usuaria a través de las técnicas y métodos 
propios de la especialidad. Para cuyo efecto, el profesional de psicología del CEM 
proporciona una serie de atenciones que van desde la evaluación, orientación, contención 
emocional, consejería, terapia breve y la inclusión en algún servicio que le permita 
rehabilitarse, y que se encuentre disponible en el sistema de salud. Cabe resaltar, que el 
proceso de recuperación o rehabilitación, depende del nivel de daños o lesiones 
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psicológicas; pues ello podría tomar muchos años y solicitar el apoyo de terapeutas 
especializados de centros de salud de tercer nivel. 
C. Atención Legal: 
El área legal se encuentra a cargo de un profesional del derecho, cuya finalidad es el 
acceso a la justicia de los individuos afectados por violencia familiar y sexual. Tiene como 
acciones centrales:  
a. Asesoría u orientación legal: se informa a la persona usuaria sobre los derechos 
que la asisten, las leyes vigentes sobre violencia familiar y sexual y los procedimientos 
para obtener protección y sanción. El abogado informará de todas las opciones utilizables 
en el medio, dando a conocer ventajas y desventajas. La finalidad es asegurar un proceso 
de toma de decisiones informada, respetando aquello, que la persona afectada determine. 
También se nombra orientación legal a las reuniones para participar al patrocinado(a) el 
estado del caso o expediente y las medidas que se tomarán.  
b. Formulación de denuncia o demanda: En esta intervención se define en la 
redacción de denuncias que se presentan a la Comisaría, Fiscalía o Juzgado según sea el 
caso. La denuncia puede tener como medio de prueba, el peritaje psicológico y el informe 
social del CEM. La denuncia se efectuará en la delegación policial de la zona, la misma 
que llevará a cabo las investigaciones preliminares y se ultimará con un parte o atestado; 
que será remitido al Juez de Paz o Fiscal Provincial en lo Penal, según corresponda, y al 
Fiscal de Familia, a fin de determinar medidas de protección y ejercer sus facultades de 
acuerdo a ley. La denuncia o demanda también podrá efectuarse directamente a la Fiscalía 
o Juzgado respectivamente, como lo decida la persona usuaria. 
c. Medidas cautelares de protección solicitada: Son disposiciones adoptadas a fin de 
proteger la integridad física y moral de la persona afectada. Dichas medidas de protección 
consisten el retiro del agresor del domicilio, impedimento de acoso a la persona afectada, 
suspensión temporal de visitas, inventarios sobre sus bienes y otras medidas de protección 
inmediata que sirvan de garantía. Se solicitan en el ámbito fiscal y judicial. Si la seguridad 
de la víctima o de su familia requiere de una decisión jurisdiccional, se solicitarán las 
medidas cautelares pertinentes al Juez Especializado de Familia, las que se tramitarán 
como medidas anticipadas fuera de proceso. 
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d. Participación en audiencias: Es el acompañamiento a la persona afectada en las 
audiencias judiciales. El abogado velará por el justo proceso y evitará la re victimización. 
Las audiencias son la etapa previa de orientación legal cuya finalidad es que la persona 
afectada pueda solicitar lo que le resulte más favorable para su protección y acceso a la 
justicia. 
e. Investigaciones tutelares patrocinadas: En caso de maltrato, abuso sexual infantil y 
abandono, se inicia una investigación tutelar en el ámbito policial, fiscal y judicial; previa 
validación de los hechos. 
f. Retiro o separación de la persona agresora: Esta medida de protección consiste en 
sacar a la persona agresora del hogar o domicilio del afectado con la finalidad de impedir 
que los hechos de violencia se vuelvan a arriesgando su integridad física, psicológica y 
sexual. El área legal del CEM se encargará de solicitar esta medida ante el Juez. 
g. Solicitudes de detención: Son los requerimientos, que se solicitan en el ámbito 
fiscal o policial para la detención preliminar de la persona agresora, cuando se tengan 
pruebas del hecho y se sospeche de una tentativa de evadir la justicia. 
h. Diligencias: Se dan en el seguimiento de los procesos legales a través de la lectura 
de expedientes, lectura de sentencias, acompañamientos a preventivas y declaraciones, o 
cuando deba entrevistarse con las autoridades pertinentes, entre otros.(p.36) 
D. Atención Del Área De Trabajo Social: 
El área social tiene como finalidad brindar un soporte de protección social hacia 
aquella persona que fue afectada. Realizando el diagnostico social (identificación de 
factores de riesgo y factores de protección), efectuando servicios sociales, derivando a 
servicios adicionales e integrales a la persona víctima en una red de apoyo y protección. 
(p.36) 
1.7.4.3 Casos Registrados por CEM-TALARA periodo Enero- Agosto 2018 
El Centro Emergencia Mujer, es una institución pública, que brinda atención 
especializada, multidisciplinaria y sin costo para víctimas de violencia familiar y sexual, 
proporcionando asesoría legal, defensa judicial y atención psicológica, procurando resarcir 
el daño que sufrieron las víctimas, y asistiéndolas. Tiene a su cargo, actividades 
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preventivas, capacitaciones y campañas; formación de agentes comunitarios. La población 
objetiva de los Centros Emergencia Mujer, la conforman todas aquellas personas afectadas 
por violencia familiar y sexual, sin considerar su condición social, edad o sexo. La 
población más vulnerable a sufrir estos maltratos está constituida por niños, niñas 
adolescentes, mujeres, personas adultas mayores y personas con discapacidad.  
A efectos de la presente investigación, se toma como referencia el Reporte 
Estadístico de casos de violencia Familiar y Sexual atendidos por el centro Emergencia 
Mujer de Talara en el períodos enero-agosto2018, donde se establece que la mayoría de 
estos actos tuvo como víctima a una mujer cuyo rango de edad iba de los 18 a los 59 años; 
circunstancia lamentable que denota el alto índice de maltrato a la mujer en la zona. Sin 
embargo, los casos seguidos en el CEM solo reflejan una pequeña parte de la cifra real de 
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Tabla N°1 (A): Casos de Violencia familiar y sexual atendidos por el CEM, según tipo de ingreso 
 
         MES         TOTAL DE CASOS   CASOS NUEVOS    CASOS REINCIDENTES      CASOS CONT. 
         En                31                             31                                     0                                            0 
          Feb             30                             30                                      0                                            0 
          Mar            33                              33                                      0                                           0 
          Abr             28                             28                                       0                                           0 
                  May           36                             36                                       0                                            0 
           Jun             27                              27                                      1                                           0 
           Jul               33                             33                                       0                                           0 
           Ago             29                              29                                      0                                           0 
Reporte Estadístico de Violencia familiar y sexual atendidos por el Centro Emergencia Mujer Talara, período 2018 
Gráfico N°1 (B): Casos de Violencia familiar y sexual atendidos por el CEM, según tipo de ingreso
 
Fuente: Reporte Estadístico de Violencia familiar y sexual atendidos por el Centro Emergencia Mujer Talara, período 2016  
 Durante el periodo enero-agosto 2018, el Centro Emergencia Mujer Talara 
registró un total de 247 casos, habiendo 246 casos de personas que acuden por 
primera vez, 1 caso reincidente (reinciden en un hecho de violencia) y ningún 
caso continuador (personas que habían descontinuado su caso y retoman al año 






CASOS NUEVOS CASOS REINCIDENTES
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Tabla N°2 (A): Casos de Violencia familiar y Sexual atendidos por el CEM Talara, según sexo de la 
víctima. 
                                                       MUJER               HOMBRE 
                               TOTAL DE CASOS                           217                    30 
Fuente: Reporte Estadístico de Violencia familiar y sexual atendidos por el Centro Emergencia Mujer Talara, período enero-agosto 
2018 
Gráfico N°2 (B): Casos de Violencia familiar y Sexual atendidos por el CEM Talara, según sexo de la 
víctima. 
 
Fuente: Reporte Estadístico de Violencia familiar y sexual atendidos por el Centro Emergencia Mujer Talara, período enero-agosto 
2018 
 
 De los casos registrados por el CEM TALARA durante el periodo enero-agosto 
2018, el 96% fue por agresión hacia una persona del sexo femenino y un 4% 
hacía personas del sexo masculino. Cifra que corrobora, que la violencia contra 
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Tabla N°3 (A): Violencia Familiar por grupo de edad y sexo 
SEXO                      0-17             18-59             60+       TOTAL         % 
HOMBRE                  23                      5             3             30                12 
MUJER                      51                     158         8           217              88 
Fuente: Reporte Estadístico de Violencia familiar y sexual atendidos por el Centro Emergencia Mujer Talara, período 2018.    
Gráfico N°3 (B): Violencia Familiar por grupo de edad y sexo 
          
Fuente: Reporte Estadístico de Violencia familiar y sexual atendidos por el Centro Emergencia Mujer Talara, período 2016.    
 
 Según la data proporcionada por el CEM TALARA periodo enero-agosto 2018, 
el 88% de individuos que padecieron circunstancias de violencia familiar (física 
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Tabla N°4(A): Violencia Sexual Por Edad Y Sexo 
SEXO                0-17             18-59             60+       TOTAL         % 
MUJER              18                 2                   1             23              96% 
HOMBRE          2                   0                    0               1                4% 
Fuente: Reporte Estadístico de Violencia familiar y sexual atendidos por el Centro Emergencia Mujer Talara, período 2016.      
 
Gráfico N°4(B): Violencia Sexual Por Edad Y Sexo 
 
Fuente: Reporte Estadístico de Violencia familiar y sexual atendidos por el Centro Emergencia Mujer Talara, período 2018. 
 Así mismo, de los casos registrados por Violencia sexual el 96% de los casos 
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1.7.5 Las barreras de acceso a la justicia y su repercusión en la concurrencia de 
mujeres víctimas al Centro Emergencia Mujer- talara en el periodo enero-
agosto año 2018 
Tal como lo señalan diversos estudios, las denuncias recibidas por el sistema judicial, 
solo reflejan una pequeña parte de las circunstancias de violencia física, psicológica o 
sexual ejercida en contra de las mujeres que ocurren en los diferentes estados del mundo. 
Esta alarmante situación, se produce en virtud a la naturaleza de estos delitos, en la que un 
sin número de prejuicios, barreras, o percepciones sociales, repercuten en la no denuncia; 
ello limita a las mujeres víctimas acceder al apoyo integral de instituciones del estado 
creadas con la finalidad de ampararlas en todo aspecto.  
Las barreras de acceso a la justicia, impiden a las mujeres víctima ejercer con 
amplitud su derecho fundamental de acceso a la justicia, limitando la protección del estado 
y no permitiéndole ejercer plenamente su ciudadanía.  
Así mismo, la investigación evidencia que la presencia de barreras de acceso a la 
justicia en casos de violencia contra mujeres en el distrito, conlleva a que el número de 
mujeres que accede a los servicios del Centro Emergencia mujer sea una cifra mucho 
menor de aquellos casos reales de violencia en los que el CEM podría intervenir de 
acuerdo a sus funciones. 
Las barreras de acceso a la justicia en estos casos repercuten directamente respecto a 
la concurrencia de las mujeres victimadas al CEM- Talara, debido a que el 74% de los 
casos de violencia ocurridos durante el período 2018 no fueron denunciados; ello implica 
que las víctimas no solo se abstengan de la denuncia, sino que se limiten en la búsqueda de 
posibles soluciones al maltrato, y estas situaciones no se canalicen a la asesoría oportuna 
que el Centro Emergencia Mujer del distrito podría brindarles. 
Cabe resaltar, que pese al nombre que lleva esta institución su función no se limita en 
la ayuda solo de personas de género femenino, sino en todas aquellas que se encuentren 
vulnerables o en estado de indefensión frente a alguna situación de violencia, o alguna 
potencial circunstancia de violencia; sin embargo, según estadísticas del CEM Talara, el 
94% de personas que concurrieron por situación de maltrato fueron mujeres, 
convirtiéndose en el género con el mayor índice de denuncias por esta situación en la zona.  
    38 
 
Considero que las barreras informativas, juegan un papel preponderante en la 
sociedad del distrito, debido a que la poca información que manejan las mujeres en cuanto 
a la institución en mención, la función que realiza y el tipo de apoyo que brinda en las 
múltiples disciplinas con las que cuenta. Las mujeres no fueron capaces de precisar la 
ubicación, pese a que algunas dijeron tener noción del trabajo que realizan, no lograron 
ubicar geográficamente al CEM en su distrito. El desconocimiento del marco legal que las 
protege, los derechos que las asisten, y los conceptos errados que vinculan a la justicia con 
el poder adquisitivo con el que cuenten para acceder a asistencia judicial, se aúnan al resto 
de circunstancias limitantes y propician la cultura de la no denuncia. 
 Las barreras institucionales, la poca credibilidad en las instituciones del estado y su 
desenvolvimiento en este tipo de casos, hace que las mujeres víctimas desistan de recurrir a 
estas instancias con la creencia que no son eficientes, o no las ayudaran adecuadamente. 
Las barreras culturales, como el machismo tan marcado en la zona y que es 
reconocido por las propias mujeres las limitan también al momento de decidir si buscar 
ayuda o no en las autoridades o instituciones pertinentes, ya que sienten miedo de ser re 
victimizadas, señaladas o incluso juzgadas por su estilo de vida, su vestimenta, sus 
creencia u otra circunstancia que son determinantes y terminan encasillándolas en 
estereotipos. 
Las barreras económicas, también se encuentran y son determinantes en situaciones 
de maltrato, debido a que existe en muchos de los casos dependencia económica en virtud 
a relaciones conyugales, convivencia, noviazgo o de manutención familiar, que impiden a 
la víctima por temor o falta de recursos de esta índole, denunciar o solicitar ayuda en 
instituciones del estado. 
Las barreras Psicológicas- emocionales, son bastante comunes en mujeres de la zona, 
que pese a haber sido víctimas de maltrato persistían en mantener relaciones afectivas con 
sus agresores, o admitían sentir amor o tener sentimientos positivos hacia ellos; muchas de 
las cuales perdonaron y continuaron siendo parte de este tipo de relaciones poco 
saludables. Denotando apego afectivo hacía sus victimarios.  
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Todo este conjunto de circunstancias, generan que las mujeres en estado vulnerable o 
de  indefensión que sufren maltrato, no denuncien y persistan de vivir estas circunstancias, 
resistiéndose de buscar apoyo y asesoría, o hasta ocultando y normalizándolas; 
influenciando de esta manera que solo un escaso número de mujeres del distrito  hayan 
concurrido en el período enero-agosto del 2018, a este centro de apoyo especializado e 
integral que el estado pone a disposición como marco de su lucha contra la violencia 
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II. MATERIAL Y METODOS 
 
2.1 Tipo y diseño de la investigación  
Es una investigación Correlacional de Corte Transversal. 
El diseño es descriptivo correlacional se buscará y recogerá información relacionada 
con las barreras de acceso a la justicia en casos de violencia contra la mujer y su relación 
con el número de casos asentados en el distrito de Pariñas en Talara, 2016, en una 
población determinada y se observará que tan relacionadas se encuentran las variables. Es 
transversal porque se recolectarán los datos en un solo momento, en un tiempo único 
(Sánchez y Reyes, 2005).  
Cuyo diagrama es el siguiente:   
O1 
 
M :       r 
 
   O2 
 
M: Muestra: Mujeres entre 18 y 59 años.  
O1: barreras de acceso a la justicia en casos de violencia contra la mujer. 
O2: el número de casos asentados 
r: Relación entre variables 
 
2.2 Métodos de investigación  
El método de investigación empleado es el No experimental. Este método, se realiza 
sin la manipulación deliberada de las variables del estudio. Se fundamenta en la 
observación de fenómenos tal y como se realizan en su contexto natural para examinarlos 
con posterioridad. En este tipo de investigación no hay condiciones ni estímulos a los 
cuales se expongan los sujetos del estudio. Los sujetos son observados en su ambiente 
natural. (Hernández Roberto, 2014) 
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2.3 Población y muestra  
2.3.2. Población. 
Se considera como población a todas las personas, como valor poblacional de 90,592 
personas, del cual se tomará solo a las mujeres que residen el distrito de Pariñas en Talara, 
cuyo valor poblacional es de 44,885 mujeres, la población de mujeres que será considerada 
es para las edades de entre 18 y 59 años, la cual asciende a 24,289 mujeres, según Minsa 
2017. 
2.3.3. Muestra. 
Respecto a las mujeres, para determinar el tamaño de muestra, se aplicará el 
muestreo probabilístico, mediante la fórmula estadística para población finita. 
  
       
  (   )       
 
Z = Nivel de confianza de 95% = 1.96 
E = Error de estimación (se considera un 5%) = 0.05 
P = Proporción poblacional de la probabilidad de que un evento ocurra (no 
se tiene estudios previos, por lo que se asumirá un porcentaje de 
50%=0.50). 
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2.4 Variables y Operacionalización 
 2.4.1 Variables. 
Variable Dependiente: Concurrencia al centro emergencia mujer periodo enero-agosto 
2018 
Variable Independiente: Barreras de acceso a la justicia 
2.4.2. Operacionalización de variables. 
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 2.5 Técnicas e instrumentos de recolección de información 
2.5.1 Técnica. 
La encuesta: Persigue indagar la opinión que tiene un sector de la población sobre 
determinado problema. En este caso conocer la opinión de las mujeres sobre barreras de 
acceso a la justicia.  
2.5.2 Instrumento. 
Cuestionario: Conjunto de preguntas formuladas por escrito a ciertas personas para 
que opinen sobre un asunto. Con referencia a las barreras de acceso a la justicia y referente 
a casos de violencia contra la mujer. Los instrumentos nos brindarán la información 
necesaria para medir la influencia entre las barreras de acceso a la justicia en casos de 
violencia contra la mujer y su relación con el número de casos asentados en el distrito de 
Pariñas en Talara, 2018. 
 
 2.6 Validación y confiabilidad de instrumentos 
2.6.1 Validez.  
Se realizará la validación por juicio de expertos. 
 
2.6.2 Confiabilidad. 
Hernández, (2014, p. 214) afirma que ―toda confiabilidad de un instrumento de 
medición es referente al grado en que su aplicación repetida al mismo individuo u objeto 
produce resultados iguales.‖  
Para determinar la confiabilidad del instrumento, se utilizará el método juicio de 











Figura1. De acuerdo a los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el distrito de 
Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos determinar que la encuesta 
fue aplicada a 379 mujeres en diversas zonas del Distrito de Pariñas-Talara (urbanizaciones, 
parques, Asentamientos Humanos), entre los 18 y los 59 años de edad, de forma aleatoria, 
quienes accedieron voluntariamente a responder el cuestionario.  
Las mujeres encuestadas cuyo rango de edad va de los 18 a los 23 años fueron 55, que 
representa el 14% del total consultado .Las mujeres encuestadas cuyo rango de edad va de 24 
a 29 años fueron 54 que representa el 14% del total consultado. Las mujeres encuestadas 
cuyo rango de edad va de 30 a 35 años fueron 68, que representa el 18% del total consultado. 
Las mujeres encuestadas cuyo rango de edad va de 36 a 41 años fueron 59, que representa el 
16% del total consultado. Las mujeres encuestadas cuyo rango de edad va de 42 a 47 años 
fueron 72, que representa el 19% del total consultado. Las mujeres encuestadas cuyo rango 
de edad va de 48 a 53 años fueron 33, que representa el 9% del total consultado. Las mujeres 













Figura 2. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las Barreras 
de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el distrito de 
Pariñas, correspondiente al año período enero- agosto 2018 podemos determinar 
que: 
De las 379 mujeres encuestadas que constituye el 100% de la muestra, 
determinamos que 254 féminas dijeron haber sido víctimas de violencia, lo que 
representa el 67.01% de ellas. A su vez, 125 mujeres dijeron no haber sido víctimas 
de violencia, constituyendo el 32.98%. 
 




Figura3. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las Barreras de 
Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el distrito de Pariñas, 
correspondiente al periodo enero- agosto 2018, podemos determinar que las mujeres 
que establecieron en la encuesta haber sufrido solo violencia física fueron 79, que 
representa el 31% de todas aquellas que admitieron haberla padecido. Las mujeres que 
admitieron haber sufrido solo violencia psicológica fueron 93, que representa el 37% 
de todas aquellas que admitieron haberla padecido. Las mujeres que admitieron haber 
sufrido solo violencia sexual fueron 5, que representa el 2% de todas aquellas que 
admitieron haberla padecido. Las mujeres que admitieron haber sufrido solo violencia 
económica fueron 3, que representa 1%. Las mujeres que admitieron haber sufrido 
tanto de violencia física como violencia psicológica fueron 38, que representa el 15% 
de todas aquellas que admitieron haberla padecido. Las mujeres que admitieron haber 
sufrido tanto de violencia física como violencia sexual fueron 18, que representa el 7% 
de todas aquellas que admitieron haberla padecido. Las mujeres que admitieron haber 
sufrido tanto de violencia psicológica como violencia sexual fueron 8, que representa 
el 3% de todas aquellas que admitieron haberla padecido. Las mujeres que admitieron 
haber sufrido los tres tipo de violencia fueron 10, que representa el 4% de todas 
aquellas que admitieron haberla padecido. 
 
 








Figura4. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero- agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron haber sido víctima de 
violencia solo una vez en su vida fueron 86, lo que equivale al 34% de aquellas 
que dijeron haberla padecido. Las mujeres encuestadas que dijeron haber sido 
víctimas de violencia más una vez en su vida fueron 132, lo que equivale al 
52% de aquellas que dijeron haberla padecido. Las mujeres encuestadas que 
dijeron ser víctimas de violencia frecuentemente fueron 36, lo que equivale al 
14% de aquellas que dijeron haberla padecido. 
 
 






Figura 5. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron haber sido agredidas dentro de 
su entorno familiar fueron 202, que representa al 79%. Las mujeres encuestadas 
que dijeron haber sido agredidas dentro de su entorno amical fueron 25, que 
representa al 10%. Las mujeres encuestadas que dijeron que haber sido agredidas 
dentro de su entorno laboral fueron 20, que representa al 8%. Las mujeres 
encuestadas que dijeron que haber sido agredidas por desconocidos fueron 7, que 
representa al 3%.  
 





Figura 6. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron sentir afecto por su agresor 
pese a lo ocurrido fueron 61, que equivale al 24% de aquellas que dijeron haber 
padecido violencia. Las mujeres encuestadas que dijeron aún sentir amor por el 
agresor fueron 23, que equivale al 9% de aquellas que dijeron haber padecido 
violencia. Las mujeres encuestadas que dijeron sentir miedo por el agresor 
fueron 61, que equivale al 24% de aquellas que dijeron haber padecido 
violencia. Las mujeres encuestadas que dijeron sentir odio por la persona que la 
agredió fueron 51, que equivale al 20% de aquellas que dijeron haber padecido 
violencia. Las mujeres encuestadas que dijeron no tener ningún sentimiento por 
su agresor fueron 41, que equivale al 16% de aquellas que dijeron haber 
padecido violencia. Las mujeres encuestadas que dijeron no considerar ninguna 
de las opciones como   reflejo    de su sentir fueron 17, que equivale al 7% de 
aquellas que dijeron haber padecido violencia. 
 







Figura 7. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron haber perdonado a su agresor 
fueron 95, lo que equivale al 37% de aquellas que dijeron haber padecido 
violencia. Las mujeres encuestadas que dijeron no haber perdonado a su agresor 
fueron 90, lo que equivale al 36% de aquellas que dijeron haber padecido 
violencia. Las mujeres encuestadas que dijeron que tal vez perdonarían a su 















Figura 8. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018, podemos 
determinar que las mujeres encuestadas, que establecieron no haber realizado la 
denuncia respectiva fueron 187, que equivale al 74% de aquellas que dijeron 
haber padecido violencia. Las mujeres encuestadas, que establecieron haber 
realizado la denuncia respectiva fueron 67, que equivale al 26% de aquellas que 
dijeron haber padecido violencia. 
 







   
 
Figura 9. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las Barreras 
de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el distrito de 
Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos determinar que las 
mujeres encuestadas que dijeron haber sido capacitadas en su comuna respecto a los 
lugares donde puedan recurrir en caso de sufrir violencia fueron 126, que equivale 
al 33% del total de mujeres encuestadas. Las mujeres encuestadas que dijeron no 
haber sido capacitadas en su comuna respecto a los lugares donde puedan recurrir 
en caso de sufrir violencia fueron 253, que equivale al 67% del total de mujeres 
encuestadas. 
 









Figura 10. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron conocer respecto de los 
alcances de la ley 30364 fueron 129, que equivale al 34% del total de mujeres 
encuestadas .Las mujeres encuestadas que dijeron no conocer respecto de los 
alcances de la ley 30364 fueron 162, que equivale al 43% del total de mujeres 
encuestadas. Las mujeres encuestadas que dijeron conocer vagamente respecto de 
los alcances de la ley 30364 fueron 88, que equivale al 23% del total de mujeres 
encuestadas. 
 








Figura 11 A. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron conocer cuáles son las 
instituciones dentro de su distrito encargadas de protegerlas en caso de 
violencia fueron 148, que equivale al 39% del total de mujeres encuestadas. 
Las mujeres encuestadas que dijeron no conocer cuáles son las instituciones 
dentro de su distrito encargadas de protegerlas en caso de violencia fueron 231, 










Figura 11B. Las mujeres encuestadas que dijeron conocer la ubicación dentro 
de su distrito de las instituciones encargadas de protegerlas en caso de 
violencia fueron 148, pudiendo determinar que  las mujeres que dijeron 
conocer las instituciones dentro de su distrito encargadas de protegerlas en caso 
de violencia, que llegaron a establecer cuales conocen fueron 134, que equivale 
al 90% del total que aseguró conocerlas; así mismo 14 mujeres equivalentes al 
10% no precisaron cuales conocían, pese a haber respondido afirmativamente. 
De las 48 mujeres que establecieron cuales instituciones dentro de su distrito 
encargadas de protegerlas en caso de violencia conocían: 
Las mujeres que precisaron a la DEMUNA como institución protectora de sus 
derechos fueron 6, que equivale al 4% que si precisó de manera escrita. Las 
mujeres que precisaron a la COMISARIA como institución protectora de sus 
derechos fueron 70, que equivale al 47% que si precisó de manera escrita. Las 
mujeres que precisaron al CEM como institución protectora de sus derechos 
fueron 58, que equivale al 37% que si precisó de manera escrita. 








Figura 12. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron depender o haber dependido 
económicamente de su agresor fueron 113, que equivale al 44% del total de 
mujeres que admitieron haber sido víctimas de violencia. Las mujeres 
encuestadas que dijeron no depender o haber dependido económicamente de su 
agresor fueron 141, que equivale al 56% del total de mujeres que admitieron 










Figura 13. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que consideran que para acceder a la 
justicia en casos de violencia contra la mujer es necesario tener dinero fueron 
344, que equivale al 91% del total consultado. Las mujeres encuestadas que 
consideran que no es necesario tener dinero para poder acceder a una defensa 











Figura 14. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que consideran que las autoridades 
competentes en casos de violencia contra la mujer, no cumplen su labor 
eficientemente fueron 188, que equivale al 49% del total consultado. Las mujeres 
encuestadas que consideran que las autoridades competentes cumplen 
eficientemente su labor en casos de violencia contra la mujer fueron 140, que 
equivale al 37% del total consultado. Las mujeres encuestadas que consideran 
que en algunas ocasiones las autoridades pertinentes cumple su labor con 
eficiencia fueron 37, que equivale al 10% del total consultado. Las mujeres 
encuestadas que consideran que las autoridades nunca cumplen su labor con 
eficiencia en estos casos fueron 14, que equivale al 4% del total consultado.  
 








Figura 15. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron confiar en las instituciones 
encargadas de proteger o hacer justicia en caso de violencia contra la mujer 
fueron 152, que equivale al 40% del total consultado. Las mujeres encuestadas 
que dijeron no confiar en las instituciones encargadas de proteger o hacer justicia 











Figura 16. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en 
el distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron que consideraban a la 
población de su distrito como machista fueron 256, que equivalen al 68% del 
total de encuestadas. Las mujeres encuestadas que dijeron que no 
consideraban a la población de su distrito como machista fueron 103 
mujeres, que equivalen al 27% del total de encuestadas. Las mujeres 
encuestadas que consignaron como respuesta no sé/ no opino, fueron 20 que 













Figura 17. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron que no conocían la ubicación 
del CEM-Talara fueron 321, que equivalen al 85% del total de encuestadas. Las 
mujeres encuestadas que dijeron si conocer la ubicación del CEM-Talara fueron 
58, que equivalen al 15% del total de encuestadas. 
 






Figura 18. De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en 
el distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 
podemos determinar que las mujeres encuestadas que dijeron estar enteradas 
de la función que realiza el Centro Emergencia Mujer fueron 74, que 
equivalen al 19% del total de encuestadas. Las mujeres encuestadas que 
dijeron no estar enteradas de la función que realiza el Centro Emergencia 
Mujer fueron 287, que equivalen al 76% del total de encuestadas. Las 
mujeres encuestadas que dijeron no estar seguras de la función que realiza el 
CEM fueron 18, que equivalen al 5% del total de encuestadas. 
 










Figura 19.  De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron haber recurrido a la asesoría 
que brinda el CEM Talara fueron 58, que equivalen al 15% del total de encuestadas. 
Las mujeres encuestadas que dijeron no haber recurrido a la asesoría del CEM 
Talara fueron 230, que equivalen al 61% del total de encuestadas. Las mujeres 
encuestadas que se abstuvieron de responder fueron 91, que equivale al 24% del 
total de encuestadas.  
 
 









Figura 20.  De los resultados obtenidos en la encuesta aplicada respecto a las 
Barreras de Acceso a la justicia en materia de violencia de contra la mujer en el 
distrito de Pariñas, correspondiente al periodo enero-agosto 2018 podemos 
determinar que las mujeres encuestadas que dijeron quedar conformes con la 
asesoría integral que brinda el CEM Talara fueron 43, que equivalen al 11% del 
total de encuestadas. Las mujeres encuestadas que dijeron no quedar conformes 
con la asesoría integral que brinda el CEM Talara fueron 15, que equivalen al 
4% del total de encuestadas. Las mujeres encuestadas que se abstuvieron de 
contestar fueron,   que equivalen al 85% del total de encuestadas. 
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IV. DISCUSIÓN  
 
4.1 Discusión de Resultados 
El objetivo general de la investigación está orientado a determinar la relación entre 
las barreras de acceso a la justicia en casos de violencia contra la mujer en el distrito de 
Pariñas y la concurrencia de las mujeres víctimas a la asesoría integral del centro 
emergencia mujer Talara en el periodo enero-agosto 2018.  
La primera interrogante planteada fue la edad de las participantes cuyas edades 
oscilaban entre los 18 y 59 años; obteniendo que el menor porcentaje de mujeres residentes 
del distrito de Pariñas que participaron de la encuesta pertenecía al rango de edad de 48 a 
53 que correspondía el 9% de la muestra.; mientras que el mayor porcentaje de 
participantes pertenecía al rango de edad comprendido entre 42-47 años que representaba 
al 19% de la muestra. La muestra constaba de 379 féminas residentes del distrito de 
Pariñas, Talara. 
De acuerdo a la figura 2 que plantea la  interrogante: ¿Has sido víctima de violencia 
contra la mujer? (física, psicológica, sexual o económica), concluyendo que el porcentaje 
de mujeres encuestadas, que admitieron haber sido víctimas de algún tipo de violencia, es 
superior al de aquellas que negaron haberla padecido. Situación sumamente preocupante, 
ya que fueron 254 féminas que representaban el 67,4 % de la muestra, quienes admitieron 
haber sido víctimas de esta lamentable y creciente situación en nuestro país. Así mismo, en 
la figura número 3 que plantea la interrogante ¿Cuál fue el tipo de violencia sufrida?, 
determinamos que la violencia psicológica es el tipo de agresión más frecuente en las 
mujeres encuestadas del distrito; seguida de la violencia física, y la violencia sexual, 
dejando a la violencia económica, como el tipo de violencia con menor incidencia. Así 
mismo, el 25% estableció haber padecido de dos tipos de violencia, siendo la dupla de 
mayor incidencia la formada por la violencia física y psicológica; y un 4% admitió haber 
padecido 3 tipos de violencia.( física, psicológica y sexual). A su vez, el  Instituto 
Nacional de Estadística e Informática (INEI)  en los resultados de la Encuesta 
Demográfica y de Salud Familiar-ENDES afirmó que en el Perú el porcentaje de mujeres 
que han sufrido violencia física, sexual o psicológica alcanzó el 65,4% . De esta cifra, las 
mujeres fueron víctimas con mayor frecuencia de violencia psicológica (61,5%), seguido 
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de violencia física (30,6%) y violencia sexual (6,5%), resultados plenamente concordantes 
con el presente estudio. 
De acuerdo a la figura 4, que plantea La interrogante ¿frecuencia de la agresión?, 
determinando que el índice más alto en las encuestadas, es el de aquellas que admiten 
haber sido víctimas de violencia contra la mujer más de una vez en su vida. Así mismo, el 
más bajo lo ocupa aquellas que dicen ser víctimas de violencia frecuente; situación que no 
deja de ser alarmante, puesto que observamos que son sucesos cotidianos en la vida diaria 
de muchas mujeres de la zona. 
De acuerdo a la figura 5 que plantea la  interrogante: ¿A qué entorno pertenecía la 
persona que te agredió? se determina que la mayor incidencia de la violencia sufrida por 
las mujeres encuestadas, la encontraron en primer lugar dentro de su ámbito familiar, 
seguido de su entorno amical, el tercero en su entorno laboral, y por último por 
desconocidos. Este resultado es contradictorio ya que tanto en el entorno familiar, como en 
el amical  solo deberían encontrar amor y protección, por ende ser los entornos más 
seguros.  
De acuerdo a la figura 6 que plantea la interrogante: ¿qué tipo de sentimiento te 
produce la persona que te agredió?, se establece sorprendentemente que el porcentaje de 
las mujeres agraviadas que dicen tener sentimientos positivos hacia su agresor, como 
afecto, es el mismo al de aquellas que dicen sentir miedo. Así mismo, es alarmante que el 
índice más alto lo ocupa el grupo de mujeres que dicen tener sentimientos positivos por su 
agresor como afecto o amor. Este resultado guarda relación, con el ámbito donde se 
producen tales agresiones, siendo bastante común que mujeres victimadas guarden 
sentimientos de afecto por el agresor, ya que los potenciales agresores en su mayoría, son 
parejas, ex parejas, cónyuges, u otros individuos con los que entablan algún tipo de 
relación sentimental o cercana. Asu vez, la ENDES 2017 estableció que un 17% de 
mujeres dijeron sentir miedo de su agresor, mientras que en el presente trabajo de 
investigación fue un 24% que estableció sentir miedo. 
De acuerdo a la figura número 7 que plantea la interrogante ¿Perdonaste a la persona 
que te agredió? Por tanto, se infiere que el índice más alto lo ocupan las mujeres agredidas 
que dicen haber perdonado a sus agresores. Situación indignante, puesto que muchas 
mujeres han normalizado estas conductas, minimizándolas o hasta encubriéndolas. Siendo 
    68 
 
que muchas de ellas, están expuestas o son víctimas de violencia a diario y no son capaces 
de percibirla. 
De acuerdo a la figura número 8 que plantea la interrogante ¿Realizaste de la 
denuncia?, evidenció que en nuestro país y de manera particular en nuestro distrito, está 
arraigada la cultura de la no denuncia, esto impide que las mujeres den parte a la policía de 
sucesos que vulneran su integridad o recurriendo a alguna entidad de ayuda, como los 
CEM o DEMUNA, acrecentando la impunidad de estas conductas, normalizándolas y 
haciéndolas parte de su vida diaria, ya que un 73%  de las encuestadas dijeron no haberla 
realizado. Mientras que la ENDES estableció que a lo largo del territorio nacional, fue un 
43% de mujeres que no denunciaron hechos que vulneraron su integridad.  Así mismo, en 
el trabajo de la CIDH denominado “Acceso a la Justicia para las mujeres víctimas de 
Violencia en las Américas” (2007) establecía que la denominada cifra negra, es mayor a 
la que se presenta en otros delitos, explicando la baja utilización de las instancias judiciales 
en este tipo de delitos. 
 
De acuerdo a la figura número 9 que plantea la interrogante ¿Recibiste capacitación 
en tu comunidad acerca de los lugares a los que pueden recurrir mujer víctimas de 
violencia? La poca información que las Instituciones del estado, o las instituciones 
educativas brindan respecto a los lugares dentro del distrito de Pariñas, donde las mujeres 
pueden amparar sus derechos en caso de maltrato, es evidente y tiene el índice más alto. 
Las mujeres, en su mayoría dicen no haber sido preparada, o informada del tema en su 
comunidad. . En nuestro país, el 12.9% de mujeres no saben donde recurrir a hacer la 
denuncia, según la ENDES 2017. 
De acuerdo a la figura número 10 que plantea la interrogante ¿Conoces los alcances 
de la ley 30364: Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y 
los integrantes del grupo familiar?, se determinó que las mujeres encuestadas, en su  
mayoría no conocen los alcances de la ley, ni el procedimiento a seguir, ni las instituciones 
que la amparan para hacer frente en caso de ser víctima de maltrato. 
 
De acuerdo a la figura número 11 A. y 11B que plantean las interrogante ¿Conoces 
cuáles son las instituciones encargadas de velar por los derechos de la mujer en tu 
comunidad? Y  ¿ Precisar cuáles son? , establece que el 61%  de mujeres que no conoce 
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instituciones tan importantes como: Centro Emergencia Mujer, o DEMUNA. De aquellas 
que precisaron que instituciones conocían solo el 39% estableció saber del Centro 
Emergencia Mujer. Ello impide que puedan estar informadas respecto a todo al apoyo tanto 
jurídico como psicológico, que el Centro Emergencia Mujer Talara, pone a disposición no 
solo de mujeres maltratadas, sino de la población en general. 
 
De acuerdo a la figura número 12 que plantea la interrogante ¿Tu economía dependía 
o depende de la persona que te agredió? , determinó que un 44% de las mujeres que que 
fueron víctimas de violencia determinaron que dependen o han dependido económicamente 
de sus agresores, situación que las limita significativamente. 
 
De acuerdo a la figura número 13 que plantea la interrogante ¿Crees que necesita 
tener dinero para acceder a una defensa legal en caso de sufrir violencia?, determinó 
lamentablemente que el 91% de las mujeres encuestadas en el distrito de Pariñas tiene la 
idea generalizada que para acceder a una defensa legal en caso de ser víctimas de violencia 
necesitan tener dinero, Sin informarse debidamente, y saber que el CEM TALARA ofrecer 
asesoría legal y defensa gratuita a mujeres víctimas. 
 
De acuerdo a la figura número 14 que plantea la interrogante ¿Considera que en los 
casos de violencia contra la mujer, las autoridades encargadas de hacer justicia cumplen su 
labor eficientemente? se determina de los resultados de esta pregunta que  solo el 37% de 
las encuestadas consideran que las autoridades proceden eficientemente en casos de 
violencia contra la mujer, mientras que  para el mayor porcentaje de la población femenina 
consultada, las autoridades no están cumpliendo su labor, o lo hacen con poca eficiencia  
en estos casos, sintiéndose expuestas y poco amparadas, pese a acceder a la justicia. 
 
De acuerdo a la figura número 15 que plantea la interrogante ¿Confías en las 
instituciones encargadas de protegerte o hacer justicia en caso de sufrir violencia contra la 
mujer? Establece que el 60%  de las mujeres consultadas no confían en las instituciones 
encargadas de proteger sus derechos, lamentable situación que desmotiva a muchas 
mujeres de acceder a las instancias de justicia. 
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De acuerdo a la figura número 16 que plantea la interrogante ¿Consideras que la 
población de tu distrito es machista? Estableció que el 68% de las mujeres encuestadas 
consideran que la población del Distrito de Pariñas, posee una cultura machista, 
inhibiéndolas muchas veces de denunciar o rechazar estos actos, al sentirse juzgadas o 
culpables de ponerse en riesgo o provocar las agresiones del sexo masculino. 
De acuerdo a la figura número 17 que plantea la interrogante ¿Conoces la ubicación del 
centro emergencia mujer talara en tu distrito? Estableció que solo el 15% de las mujeres 
que dijeron saber de la labor del Centro Emergencia Mujer, conocían su ubicación exacta 
dentro de su distrito. 
 
 De acuerdo a la figura número 18 que plantea la interrogante ¿Estás enterada de la 
función que realiza el centro emergencia mujer? Se estableció que  el 19% mujeres dijeron 
conocer la labor que se lleva a cabo en los Centro Emergencia Mujer en el País, sin 
embargo de esta cifra, no todas logran reconocer la ubicación de este centro dentro de su 
comunidad. 
De acuerdo a la figura número 19 que plantea la interrogante ¿Has recurrido alguna 
vez a la asesoría multidisciplinaria del Centro Emergencia Mujer  Talara? Estableció que 
solo el 15%  de mujeres encuestadas que dijeron haber denunciado recurrieron a la asesoría 
integral del Cem- Talara; siendo un porcentaje muy bajo evidenciando el grado de 
concurrencia a esta institución por parte de las mujeres de la zona. 
De acuerdo a la figura número 20 que plantea la interrogante ¿Consideras adecuada 
la asesoría multidisciplinaria del CEM talara?, estableció que dado el bajo margen de 
concurrencia de mujeres encuestadas al CEM, las pocas que pudieron determinar el tipo 
asesoría brindada, la consideraron casi en su totalidad como adecuada.  
Del análisis previo, se determina que las barreras de acceso a la justicia en casos de 
violencia contra la mujer encontradas en la zona, durante este período fueron: Barrera 
informativa, Barrera Emocional, Barrera económica y Barrera cultural.  A este respecto, 
confrontando los resultados obtenidos con el trabajo de investigación denominado Barreras 
de Acceso a la Justicia en poblaciones vulnerables pobres en el Perú realizado por Ortiz 
Sánchez (2014) señaló que las barreras de acceso encontradas en poblaciones vulnerables 
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pobres en el Perú son: Desconocimiento de derechos ( Barrera informativa),  Barreras 
económicas, Insuficiencia, falta de confianza y mala atención de operadores de justicia y 
atención gratuita – Corrupción- Demora en los procesos (Barrera Institucional) - Barrera 
geográfica: distancia de las sedes judiciales - Discriminación (Barrera Cultural);  
encontramos gran similitud entre ambas clasificaciones, con la notable diferencia que en 
este tipo de circunstancias (maltrato a la mujer), las barreras emocionales o afectivas son 
identificadas  y son de las que poseen mayor incidencia en la población femenina. 
En cuanto a la concurrencia al Centro emergencia mujer Talara,  
según la investigación un 15% de las encuestadas que sufrieron algún tipo de violencia 
acudieron en busca de asesoría integral multidisciplinaria al Cem. Respecto a la data 
proporcionada por el INEI, en el ENDES 2017 estableció que a nivel nacional, las mujeres 
víctimas que recurren a alguna entidad relacionada con el tema de la violencia familiar 
(como los centros de emergencia mujer) equivalen al 27%. 
Respecto a las barreras de acceso a las justicias encontradas en el distrito de Pariñas, 
y su repercusión en la concurrencia al CEM Talara, puedo establecer que las barreras que 
tienen mayor incidencia en la zona son las barreras informativas 61% y las barreras 
económicas 44%. Todas estas circunstancias limitantes en conjunto, fomenta que la 



















1. Se evidenció que la presencia de barreras de acceso a la justicia para mujeres 
víctimas en el distrito de Pariñas repercuten en la concurrencia al Centro Emergencia 
Mujer Talara, logrando que solo un escaso número de mujeres acudan en busca de asesoría 
jurídica, psicológica y social, limitando su derecho   fundamental al acceso a la justicia. 
 
2.  Los principales obstáculos al acceso a la justicia encontrados en la zona fueron: 
barreras económicas, barreras informativas, barreras culturales, barreras emocionales, 
barrera institucionales; dichas barreras impiden a las féminas residentes del distrito, a 
denunciar hechos de violencia y/o recurrir a entidades de asesoría y protección, tales como 
el Centro Emergencia Mujer. 
 
3. Las Barreras de acceso a la justicia de mayor incidencia en la zona son las barreras 
informativas y las barreras económicas. 
 
4. En el distrito de Pariñas, un 67% de mujeres dijeron haber sufrido algún tipo de 
violencia sin haber hecho la denuncia respectiva; situación que refleja que el mayor 
porcentaje de estos casos quedan impunes y potenciales agresores sin sanción. 
 
5. Pese al marco legal existente al respecto, aún hay serias falencias que impiden al 
estado Garantizar este derecho, convirtiéndose en una de las tareas pendientes y urgentes 
de nuestro sistema jurídico. Las políticas públicas no han logrado crear transformaciones 
considerables al respecto. 
 
6. Las mujeres residentes del distrito, establecieron en su mayoría, que no confían en 
las instituciones que las protegen, ni en el tratamiento que le dan a los casos de violencia 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA: (ANEXO 01) 
TITULO DEL INFORME: BARRERAS DE ACCESO A LA JUSTICIA EN CASOS DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER Y SU 
REPERCUSIÓN EN LA CONCURRENCIA AL CEM-TALARA. 
Formulación del Problema Objetivos Hipótesis Variables Dimensión Indicadores 
¿Las barreras de acceso a la justicia en casos 
de violencia contra la mujer en el distrito de 
Pariñas, Talara repercuten en el número de 
casos registrados en el Centro Emergencia 




Determinar la existencia de una relación entre las barreras 
de acceso a la justicia y el número de casos registrados en 
el Centro Emergencia Mujer, en el distrito de Pariñas, 
Talara en el periodo enero-agosto 2018. 
Objetivos específicos. 
Evidenciar los tipos de barreras de acceso a la justicia, en 
materia de violencia contra la mujer en la zona 
Determinar la influencia que tienen de las barreras de 
acceso a la justicia en casos de violencia económica, 
física, psicológica y/o sexual contra la mujer sobre las 
cifra registradas por el CEM  
Analizar las barreras de acceso encontradas 
Establecer las causas que originan estas barreras de acceso 
Determinar cuáles son las barreras de acceso a la justicia 






Las barreras de acceso 
a la justicia en casos 
de violencia contra las 
mujeres encontradas 
en el Distrito de 
Pariñas en el periodo 
enero-agosto 2018, 
imposibilita que las 
mujeres víctimas de 
violencia de diversa 





originando que solo un 
escaso número de 
estas, recurran en 
busca de apoyo. 
 
 
 Vd  
Número de  
casos 
registrados 
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 Vi  
Barreras de acceso 























sobre la ley que las 
asiste  















Poca credibilidad y 
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CUESTIONARIO APLICADO EN LA ENCUESTA: (ANEXO 02) 
 
ENCUESTA SOBRE BARRERAS DE ACCESO A LA JUSTICIA 
INSTRUCCIONES: MARCAR LA RESPUESTA CORRECTA, ENCERRÁNDOLA 
CON UN CÍRCULO O MARCANDO CON UNA ―X‖ SOBRE LA LETRA QUE 
RESPONDA AL CUESTIONAMIENTO. 
 Edad: …………                         Sexo: Femenino 
 
1. ¿Ha sido víctima de violencia contra la mujer alguna vez?  ( Física, psicológica, 
económica o sexual) 
a) Si                   b) No 
 
2. ¿Con qué frecuencia? 
a) Solo una vez     b) Más de una vez     c) Frecuentemente  
 
3. ¿Cuál fue el tipo de violencia sufrida? 
a) Física       b) Psicológica       c) Sexual  d) económica 
 
4. ¿A qué entorno pertenecía la persona que te agredió? 
 
a) Familiar  b) Amical  c) Laboral   d) No lo conocía 
 
5.  ¿Qué tipo de sentimiento te produce la persona que te agredió? 
a) Amor         b) Odio              c) Miedo            d) Siento afecto                                                                    
e) Ningún sentimiento                    f) N.a 
    78 
 
6.  ¿Perdonaste a la persona que te agredió? 
a) Si                   b) No                                      c) Tal vez 
 
7. ¿Realizaste de la denuncia? 
a) Si                   b) No 
 
8. ¿Recibiste capacitación en tu comunidad acerca de los lugares a los que pueden 
recurrir mujer víctimas de violencia? 
a) Si                   b) No              
 
9.¿ Conoces los alcances de la ley 30364: Ley para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar? 
a) Si                   b) No                 c) Conozco vagamente 
 
10. ¿Conoces cuáles son las instituciones encargadas de velar por los derechos de la 
mujer en tu comunidad? Precise: 
a) Si                   b) No 
 
11. ¿Tu economía dependía o depende de la persona que te agredió? 
a) Si                   b) No 
 
12. ¿Crees que necesita tener dinero para acceder a una defensa legal en caso de sufrir 
violencia? 
a) Si                   b) No 
    79 
 
13. ¿Considera que en los casos de violencia contra la mujer, las autoridades encargadas 
de hacer justicia cumplen su labor eficientemente? 
a) Si                   b) No 
 
14. ¿Confías en las instituciones encargadas de protegerte o hacer justicia en caso de 
sufrir violencia contra la mujer? 
a) Si                   b) No 
 
15. ¿Consideras que la población de tu distrito es machista? 
a) Si                   b) No 
 
16. ¿Conoces la ubicación del centro emergencia mujer talara en tu distrito? 
a) Si                   b) No 
 
 
17. ¿Estás enterada de la función que realiza el centro emergencia mujer? 
a) Si                   b) No 
 
18. ¿Has recurrido alguna vez a la asesoría multidisciplinaria del Centro Emergencia 
Mujer  Talara? 
a) Si                   b) No 
 
19. ¿ Consideras adecuada la asesoría multidisciplinaria del Centro Emergencia Mujer  
Talara? 
a) Si                   b) No 
 
